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AECID: Agencia Española de Cooperación Internacional para el
Desarrollo 
AMLUDI: Asociación de Mujeres Luqueñas para el Desarrollo
Internacional 
ASERJUS: Asociación Comunitaria para el Desarrollo 
CALDH: Centro de Acción Legal para los Derechos Humanos 
CICAM: Centro de Investigación, Capacitación y Apoyo a la
Mujer 
CICIG: Comisión Internacional Contra la Impunidad en
Guatemala 
COCOPRE: Comisiones Comunitarias de Prevención de la
Violencia 
COMUPRE: Comisiones Municipales de Prevención de la
Violencia 
CONAPREVI: Comisión Nacional para la Prevención de Violencia 
CSJ: Corte Suprema de Justicia del Organismo Judicial de
Guatemala 
DEMI: Defensoría de la Mujer Indígena 
DUE: Delegación de la Unión Europea (en Guatemala) 
FECI: Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Impunidad –
Ministerio Público 
FS: Fundación Sobrevivientes 
GGM: Grupo Guatemalteco de Mujeres 
ICCPG: Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales
de Guatemala 
ICMSJ: Instancia Coordinadora de la Modernización del Sector
Justicia (o Instancia de Justicia en 
su formulación abreviada) 
IDPP: Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala 
INACIF: Instituto Nacional de Ciencias Forenses de Guatemala 

Acrónimos y siglas 



 INE: Instituto Nacional de Estadística 
MAIMI: Modelo de Atención Integral para las Mujeres víctimas
de Violencia. 
MINEDUC: Ministerio de Educación de Guatemala 
MINGOB: Ministerio de Gobernación 
MP: Ministerio Público de Guatemala 
MSPAS: Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social de
Guatemala 
OJ: Organismo Judicial de Guatemala 
OMPNA: Oficina Municipal de Protección a la Niñez y
Adolescencia 
OSAR: Observatorio de Salud Sexual y Reproductiva 
OTC: Oficina Técnica de Cooperación de la AECID (en
Guatemala) 
PDH: Procurador de Derechos Humanos 
PGN: Procuraduría General de la Nación 
PINA (ley): Ley de Protección Integral de la Niñez y
Adolescencia 
PNC: Policía Nacional Civil 
PREVI: Programa de prevención de la violencia y el delito
contra mujeres, niñez y adolescencia SBS: Secretaría de
Bienestar Social de Guatemala 
SEICMSJ: Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de
la Modernización del Sector Justicia SEPREM: Secretaría
Presidencial de la Mujer 
SI: Solidaridad Internacional – Nazioarteko Elkartasuna 
SICOMP: Sistema Informático de Control de la Investigación
del Ministerio Público 
UE: Unión Europea 
UPCV: Unidad para la Prevención Comunitaria de la Violencia,
del tercer Viceministerio de Gobernación 



Presentación 

EEl presente documento busca identificar las lecciones aprendidas de diversos
procesos de programas y proyectos de cooperación en materia de masculinidades
transformadoras. 
 
La iniciativa parte de un ejercicio de sistematización de las diversas iniciativas que
sobre esta materia se ejecutaron en el programa “Prevención de la violencia y el
delito contra mujeres, niñez y adolescencia” (PREVI). El PREVI se encuadra en los
Marcos de Asociación País (MAP) de la cooperación española en Guatemala, vigentes
durante su formulación y ejecución, en los que la reducción de la violencia de género
es uno de sus principales resultados de desarrollo. 
 
El PREVI se ejecutó entre los años 2018 y 2023 y ha sido financiado principalmente
por la Unión Europea (UE), que delegó su ejecución en la Agencia Española de
Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID). El programa está compuesto
por diversos proyectos cuyas contrapartes fueron la Secretaría Ejecutiva de la
Instancia Coordinadora para la Modernización del Sector Justicia (SEICMSJ), la
Municipalidad de Guatemala, CARE Guatemala, ICCPG, CALDH y Fundación
Sobrevivientes. 
 
El objetivo del PREVI es apoyar a Guatemala a reducir la violencia contra las mujeres,
además de la violencia específica contra la niñez y adolescencia en el área de
intervención. El programa se estructuró en torno a tres grandes resultados de
desarrollo, todos ellos enfocados a hacer efectivos el derecho humano de las mujeres
niñez y adolescencia a vivir una vida libre de violencia: 
·El primer resultado se enfoca en la prevención de la violencia contra las mujeres,
niños, niñas y adolescentes.  
·El segundo resultado se concentra en mejorar las capacidades de instituciones
públicas y privadas para asistir a mujeres, niñas, niños y adolescentes víctimas de
violencia.  
·El tercer resultado se dirige hacia la reducción de la impunidad de este tipo de
delitos, entendida como una de las causas que perpetúan la violencia. 
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En este sentido, se consideraron las experiencias de los proyectos ejecutados
por CARE, Fundación Sobrevivientes, la Secretaría Ejecutiva de la Instancia
Coordinadora de la Modernización del Sector Justicia (SEICMSJ)el Centro de
Acción Legal para los Derechos Humanos (CALDH) y el ICCPG. Dentro de todo
el trabajo realizado, se consideraron las acciones vinculadas a las medidas de
seguridad, dentro del segundo resultado del programa. 
 
Adicionalmente, se incluyó dentro de este análisis experiencias de otros
proyectos de cooperación española ejecutados en Guatemala. Concretamente,
se contó con la participación de ONG españolas y ONG guatemaltecas, socias
de ONG españolas. Concretamente participaron Asociación Solidaria Andaluza
de Desarrollo, Asociación Nuevos Horizontes, Solidaridad Internacional,
SERJUS, TRASCIENDE, Red de Mujeres, Médicos del Mundo España en
Mesoamérica, Sic4Change, AMLUDI, Colectivo Poder y Desarrollo Local de la
Cooperación Vasca. 
 
Otras iniciativas de la Cooperación Española también tienen presencia en
Quetzaltenango y Baja Verapaz. 
 
Esta consultoría, se refiere a las actividades relacionadas con las medidas de
seguridad, dentro del segundo resultado de desarrollo del programa. 
Las “Medidas de Seguridad” en favor de mujeres víctimas de violencia
establecidas en la Ley de Violencia Intrafamiliar, son medidas que pueden
dictarse inmediatamente tras la denuncia para limitar las posibilidades de
nuevas agresiones.
Esta consultoría, se refiere a las actividades relacionadas con las medidas de
seguridad, dentro del segundo resultado de desarrollo del programa. Las
“Medidas de Seguridad” en favor de mujeres víctimas de violencia establecidas
en la Ley de Violencia Intrafamiliar, son medidas que pueden dictarse
inmediatamente tras la denuncia para limitar las posibilidades de nuevas
agresiones. 
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Guatemala es un país con altos índices de violencia, normalizado como una forma de
resolver los conflictos. 
 
Este fenómeno se alimenta con la impunidad, consecuencia de  la limitada capacidad del
sistema de justicia y seguridad de perseguir y condenar a los autores de hechos delictivos.
 
 
En materia de violencia contra la mujer, las cifras muestran que es uno de los delitos con
mayor incidencia a nivel nacional, representando el 69% de los delitos más denunciados. En
el año 2021, se recibieron 66,863 denuncias a nivel nacional por el delito de violencia contra
la mujer, reportándose 9,881 violaciones sexuales5. 
 De acuerdo con el Ministerio Público, en 2022 las denuncias de delitos de violencia contra
las mujeres y las niñas ascendieron a 197 al día, mientras que en 2021 ascendieron a 2266. 
La violencia contra las mujeres tiene múltiples causas, Guatemala es una sociedad patriarcal,
sustentada en estructuras sociales, políticas y económicas machistas que perpetúan la
desigualdad entre los géneros y la discriminación y violencia contra las mujeres y las niñas. La
cultura autoritaria, patriarcal y de violencia es dominante en todo el país. En muchas áreas,
la violencia contra las mujeres y las niñas se ha naturalizado incluso justificado en numerosas
ocasiones7. En este sentido, también es frecuente que agresiones no físicas (insultos,
menosprecios, amenazas, gritos)  
 
no son percibidas como violencia por no generar marcas físicas visibles. De igual forma, en
muchos sectores, se promueve que dicha violencia sea tolerada con el fin de “mantener la
familia unida” o, en otros casos, se acepta debido a la  
dependencia emocional o económica hacia la pareja.
 
Para atender y combatir este flagelo, se creó una legislación específica, que se manifiesta
inicialmente por “la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar”9,
posteriormente mejorada con la “Ley contra el Femicidio y Otras formas de Violencia contra
la Mujer” y la “Ley Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas”11. 
 
Sin embargo, fue en la primera de estas leyes, donde se crearon las medidas de seguridad,
que se dictan en favor de mujeres víctimas de violencia, para limitar las posibilidades de
nuevas agresiones12.Son medidas de protección necesarias para garantizar la vida,
integridad, seguridad y dignidad de las víctimas de violencia intrafamiliar, tomando en
consideración las situaciones específicas de cada caso.  

Contexto 

13
Las medidas de seguridad son obligaciones de hacer o no hacer ordenadas por un juez,
durante cierto período de tiempo, con el objetivo de prevenir o impedir un peligro mayor
o posterior en contra de la víctima. Su enfoque es preventivo, requieren poca formalidad
en el procedimiento y procuran una respuesta de urgencia para atender a la víctima;
respondiendo, además, al principio de debida diligencia y al derecho de acceso a la
justicia14. Están contenidas en el artículo 7 de la 
 
La Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar
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ARTICULO 7. De las medidas de seguridad. Además de las contenidas en el artículo 88 del Código
Penal, los Tribunales de Justicia, cuando se trate de situaciones de violencia intrafamiliar, acordarán
cualquiera de las siguientes medidas de seguridad. Se podrá aplicar más de una medida. 

a) Ordenar al presunto agresor que salga inmediatamente de la residencia común. Si
resiste, se utilizará la fuerza pública. 
b) Ordenar la asistencia obligatoria a instituciones con programas terapéuticos, educativos,
creados para ese fin. 
c) Ordenar el allanamiento de la morada cuando por violencia intrafamiliar se arriesgue
gravemente la integridad física, sexual, patrimonial o psicológica de cualquiera de sus
habitantes. 
d) Prohibir que se introduzcan o se mantengan armas en la casa de habitación cuando se
utilicen para intimidar, amenazar o causar daños a alguna de las personas integrantes del
grupo familiar. 
e) Decomisar las armas en posesión del presunto agresor, aún cuando tenga licencia de
portación. 
f) Suspenderle provisionalmente al presunto agresor, la guarda y custodia de sus hijos e
hijas menores de edad. 
g) Ordenar al presunto agresor abstenerse de interferir, en cualquier forma, en el ejercicio
de la guarda, crianza y educación de sus hijos e hijas. 
h) Suspenderle al presunto agresor el derecho de visitar a sus hijos e hijas, en caso de
agresión sexual contra menores de edad. 
i) Prohibir, al presunto agresor que perturbe o intimide a cualquier integrante del grupo
familiar. 
j) Prohibir el acceso del presunto agresor al domicilio permanente o temporal de la persona
agredida y a su lugar de trabajo o estudio. 
k) Fijar una obligación alimentaria provisional, de conformidad con lo establecido en el
Código Civil. 
l) Disponer el embargo preventivo de bienes, del presunto agresor. Para aplicar esta
medida no será necesario ningún depósito de garantía. 
A juicio de la autoridad judicial competente, el embargo recaerá sobre la casa de habitación
familiar y sobre los bienes necesarios para respaldar la obligación alimentaria en favor de la
persona agredida y los dependientes que correspondan, conforme a la ley. 
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m) Levantar un inventario de los bienes muebles existentes en el núcleo
habitacional, en particular el menaje de casa u otros que le sirvan como
medio de trabajo a la persona agredida. 
n) Otorgar el uso exclusivo, por un plazo determinado, del menaje de
casa a la persona agredida. Deberán salvaguardarse especialmente la
vivienda y el menaje amparado al régimen de patrimonio familiar. 
ñ) Ordenar, al presunto agresor, que se abstenga de interferir en el uso
y disfrute de los instrumentos de trabajo de la persona agredida.
Cuando esta tenga sesenta (60) años o más o sea discapacitada, el
presunto agresor no deberá interferir en el uso y disfrute de
instrumentos indispensables para que la víctima pueda valerse por si
misma o integrarse a la sociedad. 
o) Ordenar al presunto agresor, la reparación en dinero efectivo de los
daños ocasionados a la persona agredida, o a los bienes que le sean
indispensables para continuar su vida normal. Se incluyen gastos de
traslado, reparaciones a la propiedad, alojamiento y gastos médicos. El
monto se hará efectivo en la forma y procedimiento que la autoridad
judicial estime conveniente para garantizar que la misma sea cumplida.

5 Programa Prevención de la Violencia y el Delito contra Mujeres, Niñez y Adolescencia en Guatemala, Propuesta Sistema Integral de Medidas de Seguridad, página 6.
 6 Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Estrategia Medidas de Seguridad, página 4. 7 Ídem.
 8 Estas conductas encuadran dentro de la violencia psicológica. Programa Prevención de la Violencia y el Delito contra Mujeres, Niñez y Adolescencia en Guatemala, Propuesta Sistema Integral de
Medidas de Seguridad, página 6.
 9 Decreto 97/1996 
10 Decreto 22/2008
 11 Decreto 9/2009
13 Artículo 2, Decreto Número 97-96, Ley Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar 
14 ONUMUJERES et al; Guía de apoyo para la gestión de medidas de seguridad oportunas y pertinentes, basadas en el marco de derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia, página 9
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Metodología de la sistematización 

La sistematización se llevó a cabo mediante recolección y análisis de documentos del
proyecto, entrevistas a informantes clave, así como la realización de un taller de
discusión sobre las medidas de seguridad, en el que participaron socios
implementadores del programa PREVI y otras entidades de la Cooperación Española. 
Si bien el estudio se enfocó inicialmente, de forma exclusiva, en lo relativo a las
medidas de seguridad en sentido estricto, en su desarrollo, se consideró oportuno
considerar también otros aspectos relativos a la atención y acompañamiento a
mujeres víctimas y sobrevivientes de violencia.   

Se inició identificando las actividades realizadas en el marco del programa PREVI por
cada uno de los socios implementadores. Luego se realizó una ronda de entrevistas,
en las cuales se pudo profundizar respecto a las actividades realizadas, entender los
problemas en la implementación e identificar buenas prácticas y lecciones
aprendidas, tanto de los socios del PREVI como de otros actores de la Cooperación
Española. 
 
El evento más importante de la sistematización fue la realización de un taller lúdico-
participativo, en el cual se abordó de manera colectiva el proceso. El taller se realizó
en dos partes:  
 
·Una primera, en la cual se discutió sobre las acciones objetivamente realizadas y el
alcance logrado, utilizando la metodología de“Cosecha de Alcances” método que
permite a los participantes identificar, formular y entender alcances, entendidos
como . cambios en comportamientos, relaciones, acciones, actividades, políticas o
prácticas de un individuo, grupo, comunidad, organización o institución).
 
·En el segundo momento se realizó una reconstrucción de la ejecución del programa
PREVI y otras iniciativas de la cooperación española, mediante una línea de tiempo,
para reflexionar sobre lo aprendido, las buenas prácticas y las recomendaciones hacia
el futuro, analizando las opciones de sostenibilidad de lo alcanzado.  
 
Se identificaron los aspectos exitosos de las intervenciones, lo que funcionó, lo que
aprendieron respecto a esas experiencias, diferenciando las experiencias positivas y
negativas. También analizaron los obstáculos encontrados, las intervenciones que no
funcionaron, qué se debería hacer diferente la próxima vez. A lo largo del taller, se
fueron identificando recomendaciones para futuras intervenciones, poniendo énfasis
en la sostenibilidad de lo que ya se ha logrado. 
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17 Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de Modernización del Sector Justicia, Propuesta Sistema 
Integral de Medidas de Seguridad –SIMS-, página 21. 
18 Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de Modernización del Sector Justicia, Propuesta Sistema 
Integral de Medidas de Seguridad –SIMS-, página 20. 

1. Respecto a medidas de seguridad 

1.1 Atención con calidad y calidez 
La Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de Modernización del Sector Justicia, realizó un 
diagnóstico para determinar la eficacia y pertinencia en el proceso de solicitud, otorgamiento y 
ejecución de las medidas de seguridad, el cual arrojó como hallazgo la falta de atención 
victimológica, a partir de la carencia de unidades y equipos técnicos especializados para la atención 
a mujeres víctimas. La especialización estaba limitada a las cabeceras departamentales, lo que 
impacta en la atención especializada con un enfoque integral que evite la revictimización. Esto, 
sumado a la falta de lineamientos institucionales que puedan garantizar una atención con 
pertinencia etaria, cultural y lingüística, con calidad y calidez, que reconozca la interseccionalidad 
de las mujeres17. 
Ante esta falta de atención victimológica, las intervenciones incluyeron el fortalecimiento y 
capacitación de las Oficinas de Atención Ciudadana de la Policía Nacional Civil, instaladas en 27 
comisarías y 333 subestaciones y en varias Oficinas de Atención a la Víctima. 

Las intervenciones del PREVI incluyeron la gestión de recursos desde las instituciones de justicia 
para lograr atención victimológica, tanto a lo interno de la Policía Nacional Civil, dentro de las 
Oficinas de Atención a las Víctima y Oficinas de Atención al Ciudadano, como mediante la apertura 
de dos nuevas oficinas del Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima, una en Chimaltenango 
y otra en Sacatepéquez. 

El diagnóstico sobre medidas de seguridad, ya citado, arrojó que existe una tendencia a que las
víctimas acudan en primer momento a la Policía Nacional Civil a poner su denuncia. En horas
inhábiles, la policía se encarga totalmente de la denuncia El diagnóstico identificó que la toma de
datos en la recepción de la denuncia es insuficiente y, en ocasiones, errónea, no consignado
información como números telefónicos, direcciones exactas, datos para identificar a los
agresores e incluso medios utilizados para perpetuar los hechos de violencia18. 

Recolectar poca información al realizar la entrevista, no brindaba suficientes elementos al juez para 
determinar las medidas de seguridad idóneas. Eso es una debilidad que se ha ido superando con las 
intervenciones, particularmente, para unificar los contenidos esenciales a recopilar en la entrevista.

Luego de las intervenciones, se identificó una mejora en la atención, por ejemplo, cuando la 
denuncia se da en horas inhábiles, la Policía Nacional Civil contacta a los familiares de la víctima y la 
conduce a la casa del familiar para asegurar su integridad y, al otro día, se hace la coordinación con 
el Juez de Paz. 

1.2 Entrevista inicial 

 
Acciones realizadas, hallazgos, experiencias

exitosas 
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19 Solidaridad Internacional -CPDL, Mesa Técnica…cit. 
20

 Policía Nacional Civil Chimaltenango, Mesa Técnica …cit. 
21

 Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de Modernización del Sector Justicia, Propuesta Sistema 
Integral de Medidas de Seguridad –SIMS-, página 14. 
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Otra buena práctica identificada en la Costa Sur es que, cuando la denuncia se hace en horas hábiles, 
la Policía Nacional Civil se coordina con el Juez y lleva a la víctima, para realizar una única entrevista. 

Los factores de riesgo son los grados o niveles de exposición a la violencia y los medios utilizados
para cometerla, considerando el contexto familiar, social y económico de las mujeres y sus
familias. Atienden elementos que pueden potenciar o agravar la violencia, tales como el entorno
socioeconómico del agresor y la víctima, elementos biológicos, contexto de la violencia, historia
personal y relaciones sociales. Son fundamentales para comprender de qué forma se puede
proteger a la víctima y, por consiguiente, prevenir un nuevo acto de violencia hacia ella21. 

Los elementos que pueden potenciar o agravar la violencia pueden ser: 

a) personales, que corresponden a elementos biológicos, la historia personal tanto de la víctima 
como del agresor, al haber vivido en sus familias círculos de violencia, que aporta a la probabilidad 
de convertirse en víctima o perpetrador de la violencia; por ejemplo, si el agresor tiene 
antecedentes de violencia, si consume bebidas alcohólicas, si porta armas, si pertenece a algún 
grupo delincuencial o si su ocupación se relaciona con seguridad o milicia; 

b) factores determinantes que contribuyen al aumento del riesgo debido a las relaciones, reconoce 
que la cercanía con el agresor influye en el comportamiento violento; por ejemplo, vivir en la casa 
del agresor, que otros miembros de la familia del agresor contribuyan a la violencia, similares; 

c) factores relacionales, es decir características personales de las víctimas y los agresores, tales

como  las relaciones de poder entre ellas; por ejemplo, la dependencia emocional o económica con

el agresor; los mecanismos o medios que usan para agredir; por ejemplo, si el agresor amenaza a la 
víctima de muerte, con quitarle a los hijos y otras; 

El acompañamiento durante la solicitud de medidas de seguridad y en la eventual denuncia, es una
acción promovida por entidades tanto del PREVI como de la cooperación española, para dar a la
víctima el apoyo que necesita19. Acompañar a la víctima, sobre todo cuando va al juzgado permite
que la atención sea mejor, con mayor calidad y calidez, porque a las entidades han logrado
establecer vínculos con el juzgado y les atienden en relación horizontal. 

En áreas como Chimaltenango, la policía acompaña a la víctima cuando va al juzgado a solicitar 
medidas de seguridad y al Ministerio Público a interponer denuncia20. 
Cuando la víctima se presenta referida por el CAIMUS, se elabora una hoja de referencia al juzgado, 
donde se aporta información importante para evitar la revictimización. En algunos casos, el CAIMUS 
envía la hoja de referencia escaneada previamente, para facilitar el seguimiento o se presenta al 
momento de acompañar a la víctima al juzgado. 

1.4 Identificación de factores de riesgo 

1.3 La importancia del acompañamiento a la víctima durante la solicitud de medidas
de seguridad 
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 Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de Modernización del Sector Justicia, Propuesta Sistema 
Integral de Medidas… op cit, página 21. 

d) factores de riesgo sociales, que son los más generales, crean un clima de aceptación de la 
violencia, reducen las inhibiciones contra esta, generan tensiones que pueden potenciar la violencia 
hacia las víctimas, tomando en cuenta que la misma denuncia puede aumentar la vulneración a su 
seguridad.
El Programa PREVI realizó importantes esfuerzos en la identificación de factores de riesgo. Se inició 
con el diagnóstico sobre medidas de seguridad, ya citado, que permitió establecer que, si bien el 
Ministerio Público y el Organismo Judicial identifican factores de riesgo, la Policía Nacional Civil no 
lo hace, a pesar de que, en muchos casos, será la información recolectada en la entrevista inicial la 
que guiará todo el accionar judicial23. El nivel de riesgo alto, medio o bajo, se determina con la 
información de contexto de violencia, su intensidad, si el agresor bebe o se droga, si tiene record 
criminal, si es de las fuerzas armadas, pandillas u organizaciones criminales 

El objetivo de las medidas de seguridad es garantizar el cese de la violencia y el resultado futuro del 
proceso. La práctica usual había sido que no se profundizaba en las circunstancias concretas del 
caso, sino que todos se abordaban como si fueran iguales. Ello no es correcto, porque existen 
distintos niveles de riesgo según el perfil del agresor, su capacidad de causar daño y la red de apoyo 
de la víctima. Con el abordaje realizado por PREVI, se empezó a analizar cada caso con sus 
circunstancias particulares y análisis de los criterios de riesgo. 
Esta valoración del riesgo se trabajó con Policía Nacional Civil en la Costa Sur y con jueces en el 
occidente. Se capacitó a más de 600 agentes de la Policía Nacional Civil en identificación de factores 
de riesgo en la toma de denuncia. Los factores de riesgo utilizados son los mismos que maneja el 
Ministerio Público y el Organismo Judicial, sumados a otros que otros que identificaron a partir del 
diagnóstico, como, por ejemplo, el vivir con la suegra. 

Se realizó incidencia con el Ministerio de Gobernación, para que la Policía Nacional Civil incluyera la 
medición del riesgo en el Sistema Informático de Atención a la Víctima. Hubo una apuesta grande 
para el desarrollo del sistema, mediante una alianza entre la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito y ONUMUJERES, para fortalecer las OAV y OAC. La Instancia Coordinadora de 
Modernización del Sector Justicia, mediante el PREVI, se involucró en este proceso. En la actualidad 
el proyecto de módulo sigue en desarrollo, por no existir condiciones técnicas para implementarlo 
en las comisarías. 

En los casos que ingresan por el CAIMUS, la información sobre el riesgo se complementa por 
estudios sociales de la trabajadora social, para profundizar sobre el contexto y el riesgo de la mujer 
y los niños, sumado a componentes psicosociales, económicos y existencia de redes de apoyo. Por 
ejemplo, si la víctima tiene red de apoyo se puede amortiguar el riesgo, en caso contrario el riesgo 
aumenta. 
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1.5 Idoneidad de la medida 
La medida de seguridad oportuna es aquella que se otorga en el momento preciso, para garantizar 
la seguridad de las mujeres víctimas, su integridad física, psicológica, sexual y de sus bienes. La 
inmediatez atiende a la forma expedita y urgente en que deben ser diligenciadas. La pertinencia 
implica que las medidas de seguridad sean otorgadas de acuerdo con las necesidades específicas de 
quien las solicita, atendiendo a los factores de riesgo. El otorgamiento de las medidas de seguridad 
debe basarse en el principio pro persona, el cual implica atender de la forma más favorable a la 
mujer víctima de violencia y que la interpretación jurídica busque el mayor beneficio y protección a 
las víctimas24. 

En las áreas de intervención, la medida se fija de forma oportuna. Los jueces no se tardan en otorgar 
la medida y por lo general, al otro día ya se está ejecutando. Al momento de que el juez otorga las 
medidas de seguridad, brinda una copia del oficio a la víctima y la Policía Nacional Civil, con la 
resolución procede a notificar al agresor. Comúnmente, la víctima se va en el mismo momento con 
la Policía Nacional Civil, para ejecutarlas. La policía apoya en el desalojo del agresor, inventario del 
menaje de casa, decomiso de armas y otras medidas. Esta práctica es efectiva porque el agresor no 
puede negarse y lo disuade que se abstenga de incumplirla. La limitación se da en que la logística 
debe ser coordinada por la víctima, por ejemplo, tener un vehículo para transportar sus muebles. 
Cuando la medida no se otorga en el mismo momento, es la policía quien informa a la víctima y le 
da una copia de la resolución. Al momento de notificarle, la instruyen a informar si se cambia de 
casa o de número de teléfono, también se le indica que debe informar a sus familiares del 
otorgamiento de las medidas y, de preferencia, tener siempre una copia de la resolución a la mano. 
Algunos agentes de policía están sensibilizados y les dejan el teléfono de emergencia de la 
subestación, pues el número 110 está centralizado en Guatemala. 
En la Costa Sur existe una buena práctica, consistente en un acuerdo del Organismo Judicial y Policía 
Nacional Civil para ir juntos a notificar. En el pasado iban separados y muchas veces no sabían si ya 
se había dado alguna notificación judicial o policial al agresor, haciendo más lento el proceso y 
ocasionando duplicidad de esfuerzos. La meta será que, en un futuro cercano, exista una 
interconexión y baste una sola notificación por ambas instituciones. 

Se dotó de motocicletas a algunos juzgados especializados para agilizar las notificaciones de las 
medidas de seguridad otorgadas en su contra al agresor. 
También se trabajó en la sensibilización de la importancia de la inmediación del juez con la víctima, 
pues de esta manera se puede tener una buena valoración del riesgo. Algunos jueces redactan la 
narración de hechos en términos jurídicos, pero en Santa María de Jesús, Sacatepéquez, existe una 
buena práctica en la entrevista realizada por la jueza, quien empatiza con la víctima, la escucha y 
redacta la declaración tal y como lo expresa la víctima. Eso sirve para valorar la medida idónea y 
también aporta a la investigación del Ministerio Público, para determinar elementos de violencia 
psicológica. 
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25 Secretaría Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de Modernización del Sector Justicia, Mesa Técnica ... cit. 
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 Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Mesa Técnica …cit. 
27

 Ídem. 
28

 Flores, Gabriela, Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, entrevista realizada 
el 25 de abril de 2023. 

Para favorecer la inmediación judicial, resalta el fortalecimiento de los juzgados de paz en el apoyo 
a la implementación de la oralidad en el otorgamiento de medidas de seguridad, a través de la 
instalación de salas de audiencias para la escucha activa a las víctimas en la Costa Sur. 

Con respecto a la pertinencia de la medida, el trabajo no ha sido tan fácil. Como ya se ha indicado, 
el diagnóstico sobre medidas de seguridad realizado, mediante la revisión de expedientes y 
acompañamiento en el sitio para la audiencia, arrojó que no se estaba evaluando el riesgo y que el 
Organismo Judicial, salvo excepciones contadas, otorgaba de forma rutinaria las mismas medidas 
de seguridad. 

Las medidas de seguridad  utilizadas eran prohibir al presunto agresor que perturbe o intimide a

cualquier integrante del grupo familiar; y prohibir el acceso del presunto agresor al domicilio

permanente o temporal de la persona agredida y a su lugar de trabajo o estudio. Por ello, 
una de las intervenciones consistió en sensibilizar a los jueces para el análisis del riesgo y la 
diversificación de medidas, mediante el diseño de herramientas destinadas a la atención de víctimas 
y agresores, como parte de las medidas de seguridad. Esto se hizo mediante el diseño de un módulo 
de capacitación sobre medición del riesgo y dar capacitación y asesoría a jueces. 

Se han realizado reuniones de alto nivel para construir un módulo de medición del riesgo en el 
sistema informático del Organismo Judicial, para que se incluya el fundamento fáctico en el que se 
basa la medida de seguridad a aplicar. El proceso para institucionalizar este módulo sigue en 
desarrollo. 
Dentro del proceso de justicia restaurativa, es importante considerar medidas que puedan explorar 
la responsabilidad del sujeto transgresor para que cambie su comportamiento. En muchos casos, no 
se sigue un proceso penal después de la imposición de medidas de seguridad, por lo que se hace 
más importante que la medida pueda incidir en la conducta futura del autor. Si el autor regresa a su 
condición normal, luego de una reconciliación o con una nueva pareja, la violencia volverá a 
producirse. Es por lo que se trabajó para que los jueces impusieran la medida de seguridad de 
atención de transgresores, ordenando la remisión de los agresores a los programas existentes, que 
en este caso son los círculos de reflexión sobre masculinidades. 
Los círculos de reflexión sobre masculinidades permiten que los participantes se sensibilicen y 
cambien su comportamiento. Estos han sido promovidos por el ICCPG en el marco del PREVI, 
implementándose en los Juzgados de Paz, Dirección Municipal de la Mujer y Unidad de Atención a 
la Víctima de la municipalidad de San Lucas Sacatepéquez. A partir de las intervenciones se empezó 
a implementar como una medida de seguridad. De momento no existen otros programas de 
atención de agresores. Durante el 2022 la medida se impuso seis veces. Dos agresores que se han 
negado a cumplirla y se les ha dictado desobediencia. A la fecha de elaboración de esta 
sistematización, solo San Lucas Sacatepéquez cuenta con las condiciones para implementar esta 
medida, pero se está negociando que se amplíe a otros municipios.

. 
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También se han realizado esfuerzos para que se derive a la víctima a programas de atención para su 
sanación. La atención a las mujeres debe ser integral para que pueda salir del círculo de la violencia. 
La dependencia afectiva o económica, sobre todo en zonas donde por cultura o situación económica 
la mujer no trabaja, impide que este ciclo se rompa.     Con la víctima se trabaja derivación y 
protección y con el agresor el cambio de conducta. 

Dado que el Organismo Judicial, a nivel local tiene como mandato la coordinación interinstitucional, 
sí están derivando a las víctimas a las ONG para terapias y servicios disponibles en las redes de 
derivación. También se logró la derivación de varios casos a sistemas comunitarios.   En las 
localidades donde existe Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima se le deriva para la 
atención, pero la cobertura aún es baja. 

De momento no se aborda la situación de los hijos, hijas y otros miembros del núcleo familiar como 
víctimas colaterales de la violencia. 
Se está elaborando una recopilación de buenas prácticas en el otorgamiento de medidas de 
seguridad en los 45 Juzgados de Paz de los departamentos de Escuintla, Suchitepéquez y Retalhuleu, 
con el compromiso del Organismo Judicial de replicarla a nivel nacional, para mejorar la atención y 
respuesta a las mujeres víctimas de violencia. 

Otra intervención innovadora ha sido el seguimiento a medidas de seguridad, una acción que nunca
se había hecho en las áreas de intervención. El seguimiento se ha implementado por el Instituto de
Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala en Chimaltenango y Sacatepéquez. La
intervención consistió en dos medidas: 

a) Un pilotaje para dar seguimiento a las medidas de seguridad, a partir de la identificación de 
casos de acuerdo con niveles de riesgo, gracias a un acuerdo político entre el socio y los 
juzgados; 
b) La negociación política con la Magistrada de la Corte Suprema de Justicia a cargo del tema, 
para la futura creación de un módulo de capacitación. 

Dentro del pilotaje, a partir del riesgo, se determina cuales casos ameritan el seguimiento. Esto se 
logró con un acuerdo entre el juzgado y el ICCPG, para que el juez, una vez otorgadas las medidas 
de seguridad y considerado que el caso puede entrar en el pilotaje, requiriera a la Policía Nacional 
Civil el seguimiento, con el acompañamiento del ICCPG, que ha prestado garantía de 
confidencialidad en los procesos. Luego del seguimiento, se elabora un informe al juez. Esto implica 
la coordinación con Policía Nacional Civil para que sí realice acciones operativas, a manera de evitar 
que se repita la violencia, identificar necesidades de protección de la víctima y disuadir al

agresor.En casos de incumplimiento, en el informe se solicita al juez que certifique lo conducente

por el delito de desobediencia

1.6 Seguimiento a las medidas de seguridad 
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Respecto a medidas de protección para niños, niñas y adolescentes, se apoyó en la virtualización
de audiencias en la materia, mediante la dotación de equipo y licencia para videollamadas Zoom.
Ahora el 75% de las audiencias son virtuales en los juzgados de intervención . 

Como parte de la estrategia, se está tratando que los jueces incorporen el seguimiento de las 
medidas de seguridad como una obligación para la policía, entidad que, de acuerdo con la ley ya 
tiene el mandato de seguimiento, pero por las restringidas capacidades operativas no lo 
implementa. Se busca que el juez, en cada caso concreto, decrete como parte de los patrullajes 
policiales que se corrobore cada mes si la medida se esté cumpliendo o no y que lo informe 
inmediatamente. La contribución fue la incidencia en los juzgados para lograr el mandato de 
supervisión, capacitación a Policía Nacional Civil, visitas con la policía a las víctimas y rendición de 
informes. 
Se dotó de motocicletas a estaciones y subestaciones de la Policía Nacional Civil, para el seguimiento 
a las medidas de seguridad. 
La realización de verificaciones de las medidas ha sido muy buena práctica, porque hace sentir a las 
mujeres respaldadas de que sí se le está dando seguimiento a su proceso. La víctima necesita una 
respuesta a su problemática. Que la policía la visite y le pregunte cómo está es muy importante para 
ella. También es importante porque el agresor ve presencia policial y seguimiento, afirmando que 
“el sistema va en serio". 

Este acompañamiento también fue importante para la Policía Nacional Civil pues, casi no tienen 
recursos ni formación en el tema y les motiva que les convoquen y les expliquen, por lo que también 
ha incidido en mejorar la relación con el juzgado.   A las víctimas les da más confianza que sean 
agentes policiales mujeres quienes las atiendan. 
En la Costa Sur, el monitoreo a las medidas de seguridad por parte de la policía se da mediante una 
herramienta de seguimiento, que aún no es oficial. También se elaboraron flujogramas, los cuales 
aún están siendo objeto de revisión y un Protocolo de Actuación Policial para el Registro, Prevención 
y Seguimiento de las Medidas de Seguridad, que incluye la prevención al agresor, rondas 
perimetrales y visitas, según el tipo de medida y los factores de riesgo. 

2. Respecto a Medidas de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes 
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En Chimaltenango y Sacatepéquez, se apoyó en la creación de rutas de derivación y denuncia, 
formación y capacitación de educadores y personal de salud, así como apoyo a la coordinación del 
sistema de protección de la niñez y adolescencia local. 

En la Costa Sur se trabajó la temática de niñez, adolescencia y sistemas de protección con la Policía 
Nacional Civil . Ya existía un protocolo de atención para orientar en los procedimientos de rescate y 
el apoyo del PREVI consistió en realizar una cartilla, que es una versión medida del protocolo. 

Son relevantes los acuerdos alcanzados entre el Juzgado de Primera Instancia de la Niñez y 
Adolescencia y de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal y Juzgados de Paz en el departamento 
de Chimaltenango, para la adecuada tramitación y seguimiento de casos de niñas, niños y/o 
adolescentes amenazados o violados en sus derechos humanos. Se alcanzaron cuatro acuerdos: 
1. Utilización de la figura de familias comunitarias para el abrigo provisional de los niños. Esto 
se logra con la intervención de las OMPNAS, que identifican a las posibles familias y las 
trasladan al juzgado para que validen sus antecedentes y que, de esta manera, los niños no 
sean institucionalizados en hogares de protección. 
2. Que los jueces de paz realicen diligencias para la ubicación de niñez desaparecida y que, al 
momento de ser ubicado, el niño se traslade al juzgado de paz para la desactivación de la 
Alerta Alba Keneth. 
3. Facultades a jueces de paz para conciliar en disputas paterno filiales. 
4. Supervisión por parte de jueces de paz de medidas de protección cautelares o definitivas y 
facultad de derivar casos a servicios tales como terapias, escuela para padres y otras 39. 
Varios proyectos de cooperación española se involucran mediante el apoyo a los CAIMUS40 (Centro 
de Apoyo Integral a Mujeres Sobrevivientes de Violencia), que también atiende casos de 
adolescentes referidas por el juzgado o cuando la madre solicita la atención. Cuando las 
adolescentes llegan solas, coordinan con la Procuraduría General de la Nación, para evitar malos 
procedimientos por ser menores de edad. Han coordinado rescates y que lleven a las adolescentes 
al albergue. Solo brindan atención a niños varones menores de doce años. 
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3. Respecto a otras acciones de atención a las víctimas 

3.1. Remozamiento, dotación de mobiliario y equipo para la atención digna 

Al iniciar a ejecución del PREVI, se tuvo que elaborar el estado situacional de las estaciones de la
Policía Nacional Civil para generar condiciones de trabajo y atención, por ejemplo, con la
dotación de mobiliario, equipo y motocicletas. Se trabajó en los 44 municipios del área de
cobertura de la Costa Sur para lograr una atención digna. 

Se realizaron trabajos de remozamiento para la atención digna en el Instituto para la Asistencia y 
Atención a la Victima, Procuraduría General de la Nación e Instituto Nacional de Ciencias Forenses. 
Con Procuraduría General de la Nación también se contribuyó con una sala lúdica para los niños. 
A la sede del Modelo de Atención Integral para Mujeres Víctimas de Violencia, en ciudad de 
Guatemala, se le apoyó con infraestructura, mobiliario y equipo. 

El municipio es la unidad básica de la organización territorial del Estado y espacio inmediato de
participación ciudadana. Se caracteriza primordialmente por sus relacionas permanentes de
vecindad, multietnicidad, pluriculturalidad y multilingüismo, organizado para realizar el bien
común de todos los habitantes de su distrito41. Dentro de la estructura municipal se cuenta
con Direcciones Municipales de la Mujer –DMM-, y en algunos municipios con Oficinas
Municipales de Protección a la Niñez y Adolescencia –OMPNA-. Son espacios centrales para
acompañamiento de víctimas, desde antes de la denuncia. 

Con las acciones del PREVI y de otros socios de la cooperación española, se fortalecieron las 
dependencias ya creadas y se constituyeron nuevas como, por ejemplo, las OMPNA en 
Chimaltenango y Sololá. Se crearon espacios para la atención de niños, niñas y adolescentes en 
Retalhuleu y Suchitepéquez42. 
Se abrieron espacios para lograr el compromiso de las autoridades municipales para mejorar 
servicios y brindar atención especializada. Por ejemplo, en algunos municipios donde se brinda el 
servicio de atención psicológica, es posible derivar casos de víctimas de violencia para terapia. Otro 
ejemplo es la asesoría para dar a conocer a las víctimas información sobre los procesos legales, lo 
que pueden lograr y los servicios existentes a nivel comunitario. 

El fortalecimiento de espacios municipales es sumamente importante para la sostenibilidad de los 
procesos, ya que las intervenciones de los proyectos no permiten permanencia en el tiempo, pero 
las municipalidades sí, por las funciones que les asigna el Código Municipal y la Ley de Protección 
Integral de la Niñez y la Adolescencia. Ahora existe un enlace para la atención que no depende de 
los recursos de las ONG. Si bien preocupa el cambio de gobierno y de alcaldes, se presenta como 
poco probable que estos avances puedan retroceder, por el empoderamiento de los demás actores 
locales. 

3.2. Fortalecimiento de la atención en las municipalidades 
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Otro de los aciertos logrados con las intervenciones ha sido el empoderamiento de líderes y
lideresas comunitarias en la prevención de la violencia, haciéndolos parte de la atención a las
víctimas, lo que brindará sostenibilidad43. 
Las intervenciones incluyeron la implementación de procesos de fortalecimiento organizativo44.
El  fortalecimiento de las organizaciones de mujeres se convierte también en una acción de
protección en sí misma45. Destaca el fortalecimiento de actores locales que integran redes de
mujeres en San Andrés Semetabaj y San Antonio Palopó en Sololá46. 

3.3 Empoderamiento comunitario 

Otra experiencia exitosa son los Comités de Mujeres para la Prevención de la Violencia de 
Suchitepéquez, integrados por mujeres sobrevivientes de violencia que, después de un proceso 
psicosocial y de formación, que ahora son referentes para la identificación de casos. 

Se abrieron espacios de interlocución entre lideresas e instituciones locales para la atención de 
víctimas de violencia, logrando que se exigiera a las autoridades locales el establecimiento de 
servicios de atención. Por ejemplo, en San Lucas Sacatepéquez, la municipalidad no contaba con 
servicios de atención a las víctimas. Las lideresas municipales pidieron al alcalde que se contratara 
personal para brindar servicios especializados y, gracias a la presión ejercida, la municipalidad 
respondió al clamor de las vecinas. Ahora se deriva a víctimas a los servicios implementados por la 
municipalidad. 

3.4 Creación de espacios de coordinación interinstitucional local 

Todas las entrevistadas y participantes del taller coinciden en la importancia del fortalecimiento
logrado con la coordinación interinstitucional local. 
Estas intervenciones encuadran dentro del modelo de justicia restaurativa, que busca incorpora
modelos de atención primaria previos a la intervención penal. Este modelo busca transformar el
conflicto mediante la participación primaria y activa de la comunidad, debiendo ser ésta la primera
línea de actuación, para que el sistema penal pueda constituir realmente el último recurso47. 
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www.procuraduria.gob.do/pgr.net/dependencias/enmp/documentos/Fiscales%20y%Victimas.pdf, páginas 7 
y ss. 
48

 EIRAS NORDENSTAHL, ULF CHRISTIAN, Mediación Penal. De la práctica a la teoría, Buenos Aires, Librería 
Histórica Emilio J. Perrot, 2010, página 39. 
49 DE JORGE MESAS, LUIS FRANCISCO, La eficacia del sistema penal, Cuadernos de Derecho Judicial, Madrid, 
publicación del Consejo General del Poder Judicial, 1994, página 60. 
50 ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, LAURA, Política Criminal, Madrid, Editorial Colex, 2001, página 38. 18 

El modelo de justicia restaurativa es conveniente cuando se trata de conflictos que involucran a 
partes que tienen algún tipo de relación permanente. Cuando las personas involucradas en el 
conflicto son miembros de la misma familia o grupo, o deben seguir compartiendo el barrio, la 
escuela o lugar de trabajo, es importante un cambio en el abordaje de la conflictividad desde la 
perspectiva de la instrumentación de espacios destinados a la reflexión y modificación de personas 
que más allá de la respuesta jurisdiccional prevista por el Estado48. 

Este modelo se basa en que el fenómeno criminal comprende como elementos tanto al delincuente 
como a su medio; el delito con su prevención y control; y la víctima, con sus necesidades y 
expectativas49. Estas tendencias apuntan no solo a la prevención de la delincuencia, sino también 
hacia el objetivo de controlar todos sus efectos, tales como costes económicos y sociales del delito, 
de la sanción, respecto a la víctima y su familia, respecto al agresor y a la sociedad en general50. 

Un modelo de justicia restaurativa no quiere decir que se busque la conciliación, porque en casos 
de violencia contra la mujer la víctima no está en una posición de igualdad con el agresor. El agresor 
tiene poder sobre ella, por el miedo, la vinculación afectiva y la dependencia económica. Lo que se 
busca es brindar una atención tanto para la víctima como para el agresor.
 A ella, para restituirle sus derechos y reparar los daños causados, incluyendo el daño al proyecto de
vida. A él, para que pueda reflexionar y asumir la responsabilidad por sus actos, para propiciar la no
repetición de los hechos. También tiene que existir un cambio en la comunidad para que cambien las
condiciones sociales, en este caso, la tolerancia a la violencia como una verdadera garantía de no
repetición. 

El abordaje comunitario de la violencia avanza gracias a las coordinaciones que se están
empezando a lograr con las intervenciones. En los espacios de coordinación participan actores
locales y la institucionalidad presente en el área. Trabajando juntos, lograron establecer rutas
locales de derivación para atender los casos de violencia, independientemente de la decisión de la
víctima de denunciar o no. En otras palabras, las redes atienden los casos sin necesidad de
intervención del sistema de justicia. Incluir a entidades gubernamentales como el Ministerio de
Salud, ha sido una acción clave para lograr atender casos de violencia sexual y para atender casos
de grave perturbación emocional de las víctimas, incluso en casos de casos de autoagresiones51. 

 

3.4 Creación de espacios de coordinación interinstitucional local 
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 Álvarez Aguilar, María Eugenia, Jueza de Santa María de Jesús, entrevista realizada el 21 de marzo de 2023. 
52

 Asociación Solidaria Andaluza de Desarrollo, Mesa Técnica …cit. 
53

 Red de Mujeres, Mesa Técnica …cit. 
54

 Policía Nacional Civil Chimaltenango, Mesa Técnica sobre Medidas de Seguridad a favor de Mujeres Víctimas 
y Sobrevivientes de la Violencia, Taller realizado en el Centro Cultural de España, 27 de marzo de 2023. 

En el marco del PREVI, se elaboraron herramientas como el del diagnóstico del contínuo de la 
violencia contra las mujeres en el departamento de Suchitepéquez, en el que presentan una serie 
de hallazgos y percepciones relativos a la violencia basada en género. Las instituciones de los 
sectores salud, educación, justicia y seguridad, que fueron abordadas en el marco del estudio, 
hicieron referencia a distintas acciones que impulsan desde su propio quehacer. Muchos casos 
pueden ser contenidos sin necesidad de intervención judicial, al acercar los servicios a las 
beneficiarias, por ejemplo, con la participación del Centro de Salud o del Ministerio de Educación, 
por ser los entes que probablemente tendrán un primer contacto con los casos. 

Mediante estos mecanismos de coordinaciones comunitarias y de las instituciones estatales, se ha 
acercado la atención integral a las víctimas. Esto permitió la apertura y acciones de prevención 
desde el territorio mediante el trabajo en redes52. También se ofrecen herramientas para la 
seguridad de víctimas de violencia de género53. 

Una buena práctica identificada es el trabajo en mesas departamentales y municipales de 
coordinación entre instituciones estatales y sociedad civil en Chimaltenango. En ellas participan el 
Organismo Judicial, Ministerio Público, hospital, Procuraduría General de la Nación y Policía 
Nacional Civil, además de actores de la sociedad civil, como organizaciones locales de mujeres y 
autoridades comunitarias, buscando incidir en el futuro también con actores religiosos y otros que 
puedan apoyar. Se busca coordinar rutas de atención y conocer los servicios disponibles en la 
localidad, además de incidir en las instituciones de justicia para que brinden una atención de calidad 
y con calidez. Esto permite lograr acompañamiento del Ministerio Público, Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses y juzgados54.

 Estas estructuras, si bien están en una etapa inicial, sí pueden contribuir a la protección en sentido
amplio, más allá de una medida de seguridad. Existen buenas prácticas implementadas por operadores de
justicia, como en Santa María de Jesús, municipio en el cual la Jueza de Paz convocó a reuniones para
coordinar esfuerzos a nivel local. Los participantes pudieron conocer los servicios que estaban disponibles
en el municipio, como los que presta la municipalidad o el centro de salud. En las convocatorias se incluye
a iglesias.

Registro Nacional de las Personas, escuelas, muchos actores diversos. A este grupo se sumó PREVI,
para  intervenir apoyando en la elaboración de la ruta de atención de denuncia y brindado apoyo
logístico. 
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3.5 Rutas de atención 

Otro alcance importante es que, antes de las intervenciones, cada institución estatal del sector
justicia tenía sus propios protocolos y rutas diferentes. El trabajo se centró en articular los
protocolos y rutas, para evitar que, por falta de conocimiento o de compromiso, las instancias
estatales hicieran que las víctimas tuvieran que acudir a varios lugares para ser atendidas, en los
casos donde sí decidían denunciar. Esto es relevante porque impide que la atención a las
víctimas dependa del criterio discrecional del funcionario de turno y evita que la víctima vaya a
muchas partes antes de encontrar la asistencia que necesita. Incluye mecanismos de derivación
local y dotación de números locales de emergencia55. Estas rutas locales de derivación y
denuncia constituyen un sistema de protección en pequeñito, que da asistencia más pertinente
e inmediata56.  

Es una experiencia exitosa la trabajada en Santiago Atitlán, donde se logró unificar una ruta de
denuncia y derivación e identificar las responsabilidades que cada institución tiene en la
localidad. Para su definición, convocaron a todos los operadores y validaron la ruta con
incorporación de particularidades, como el número de teléfono de atención local. Se definieron
las acciones y estrategias con actores estatales y autoridades municipales responsables de su
implementación57.  

PREVI se ha involucrado en varias de estas mesas, proporcionando materiales y alimentación a
los participantes. También han compartido las experiencias del trabajo en de Escuintla y ha
apoyado en impresión de la ruta validada con las instituciones que integran el sistema municipal.

3.6 Prevención y concientización 

Otra de las acciones realizadas se refiere a visibilizar la violencia contra las mujeres, pues todavía
falta crear conciencia respecto a que no se puede tolerar la violencia dentro de las relaciones de
pareja y de familia. Se sigue percibiendo como un asunto privado que debe ser tolerado porque es
más importante “mantener a la familia unida”. Existen manifestaciones de violencia psicológica
que aún no son vistas como violencia, como los menosprecios, humillaciones, silencios
prolongados y otras. Se trabajó en campañas para romper el silencio y con ello también el ciclo de
la violencia, para dejar de ver estos actos como algo normal. También se sensibilizó respecto a la
importancia de entender la seguridad y atención integral como protección58. 
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“Se empoderó a las mujeres de Chimaltenango para que sepan que no están solas,
para que rompan el silencio”. Wendy, Asesora PNC Chimaltenango 

Se realizó una encuesta a autoridades comunitarias sobre prevención de la violencia
de género, para romper el prejuicio y lograr aliados59. También se realizaron ciclos de
procesos formativos para que las mujeres analizaran los actos que constituyen
violencia y que no pueden seguir tolerando. En ellos las participantes refirieron que
era la primera vez que se involucraban en procesos similares y con ellos fueron
analizando y cuestionando las prácticas desiguales entre hombres y mujeres y como
esto impacta en la vida de ellas. Las metodologías utilizadas les permitieron cuestionar
su propia vida y evidenciar los traumas y violencias vividas60. Acciones como estas
utilizaron la comunicación para la transformación social con mujeres, poniéndolas a
ellas en el centro, con sus propias voces, ejerciendo su derecho a expresarse61. 

“Han logrado llegar a las mujeres, les ha despertado el interés para velar por su vida,
identificar lo que les ha dolido y cómo alzar la voz”.  

Sebastiana Martín, CARE 

Se realizaron procesos de prevención mediante la capacitación con mujeres indígenas
rurales y maestras de la Costa Sur, en temas de género, derechos específicos de las
mujeres, derechos económicos, sociales y culturales, normativa, violencia y rutas de
denuncia, liderazgo, fortalecimiento organizativo, autocuidado y masculinidades. Estas
acciones de formación permitieron a las mujeres conocer sus derechos en general y
los específicos como mujeres, así como las formas para ejercerlos y defenderlos ante
las instancias gubernamentales, ya que para muchas participantes era totalmente
nuevo conocer temas de derechos, normativa y rutas de atención62. También se
impartieron capacitaciones sobre derechos de la niñez y la adolescencia63. En algunos
procesos se incluyó también a integrantes de las redes de derivación local,
catedráticos y estudiantes de la Costa Sur64. A la fecha no se cuenta con indicadores
que permitan medir el impacto de las capacitaciones. 

55 Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Mesa Técnica …cit. 
56 Flores, Gabriela, Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, entrevista….cit.
 57 Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Mesa Técnica …cit. 
58 Asociación Solidaria Andaluza de Desarrollo, Mesa Técnica …cit. 
59 Pérez, Diana; Wug, Lilian, Asociación Nuevos Horizontes, entrevista realizada el 25 de marzo de 2023.
60 CARE, Mesa Técnica …cit. 
61 Asociación Solidaria Andaluza de Desarrollo, Mesa Técnica …cit.
62 CARE, Mesa Técnica …cit. 
63 Fundación Sobrevivientes, Mesa Técnica …cit. 
64 CARE, Mesa Técnica …cit. 
65 Ídem. 
66 Policía Nacional Civil Chimaltenango, Mesa Técnica …cit. 
67 Sector de Mujeres, Mesa Técnica …cit. 25



Dentro de los alcances de estas acciones resaltan los diálogos que se dieron entre
hombres y mujeres lideresas para discutir las violencias, priorizar acciones y planes de
acción. El proceso incluyó una forma distinta de ver las relaciones de pareja, mediante
el programa de masculinidades con el sector. En algunos lugares, fue la primera vez que
se intervenía con grupos de trabajo. Al hacer una valoración retrospectiva, después de
un año y medio de acompañamiento, se ha evidenciado la forma en la que les han
calado los procesos, pues se han dado cambios significativos de comportamiento,
habla, ideas y forma de expresar65. 

Se realizaron procesos de sensibilización a jueces y actores del sistema de justicia. Se
involucraron autoridades locales, como la Policía Nacional Civil en la prevención de la
violencia, mediante campañas informativas, comisiones escolares de seguridad, ferias
escolares, afiches, trifoliares, mensajes transmitidos por medios de comunicación,
megáfonos y brindando números de teléfonos directos en cada municipio66. También
se realizó un proyecto de prevención del acoso sexual en lugares públicos67. 

También ha sido exitoso el fortalecimiento espacios de coordinación interinstitucional
local para la prevención, como las Comisiones Municipales de Prevención de la Violencia
–COMUPRES- y Comisiones Comunitarias de Prevención de la Violencia y el Delito –
COCOPRES-. En Chimaltenango la Policía Nacional Civil destaca la importancia de estos
espacios porque generan responsabilidad ciudadana, empoderamiento, buena relación
con la policía, facilitando implementar medidas de atención, como las medidas de
seguridad68.  

Resaltan los alcances en la prevención de la violencia a nivel municipal logrados por la
Policía Nacional Civil en Chimaltenango, donde, mediante el diálogo con personas de la
comunidad, logran conocer factores de riesgo e intervenir antes de que se produzca el
hecho, por ejemplo, cuando, un posible agresor del que ya se sabe que se pone violento
empieza a beber. Esto se está logrando mediante la corresponsabilidad ciudadana entre
la comunidad, la escuela y los padres de familia69. 

Luego de visibilizar la violencia y empoderar a las mujeres para no callarla, se realizaron
campañas para la promoción de la denuncia y fortalecimiento de conocimiento del
proceso legal para quienes ya están en un proceso. Se trabajó la promoción de la
denuncia de violencias, especialmente sexual con jóvenes, grupos comunitarios y
establecimientos educativos70.  
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3.7 Atención directa a víctimas 

a. Centros de Apoyo Integral para Mujeres Sobrevivientes de la Violencia –CAIMUS- 

Las acciones de la cooperación española fortalecieron la capacidad de los CAIMUS para
atender a las mujeres en las áreas de intervención. La información proporcionada
corresponde a Quetzaltenango, Chimaltenango, Baja Verapaz y el fortalecimiento a Grupo
Guatemalteco de Mujeres en la Costa Sur. Estos centros han permitido el acceso de las
mujeres víctimas a bienes básicos como la salud y acercar la atención en casos de
violencia, aplicando un enfoque de género y pertinencia cultural en los servicios. 

Un alcance de las intervenciones fue la creación y puesta en funcionamiento de unidades
de organización y acompañamiento en el ámbito socioeconómico a mujeres
sobrevivientes de la violencia en los CAIMUS de Chimaltenango y Baja Verapaz71. 

La Cooperación Española ha tenido proyectos con los CAIMUS desde hace mucho tiempo,
fortaleciendo con capacitaciones sobre primeros auxilios emocionales y contención, tipos
de violencia, encuentros entre CAIMUS, capacitación a nivel regional, apoyo en
movilizaciones de sobrevivientes y dotación de material informativo, incluyendo
materiales donde se especifique la ubicación de los CAIMUS, tipos de violencia y videos en
idiomas Mam y Quiché. 

También es una buena práctica fue el modelo de servicio de atención ambulatoria del
CAIMUS, conocido como CAIMUS móvil, que es un componente de ASAD para mejorar la
prevención y atención de la violencia contra las mujeres y niñas, agudizada por pandemia
del COVID 19. Mediante esta iniciativa, , a través del cual se acercó la atención integral a
los municipios de Tecpán, San Martín y Patzicía, debido a las dificultades que encuentran
las mujeres sobrevivientes residentes en dichos municipios y comunidades aledañas, para
trasladarse a la cabecera departamental72. Este servicio continúa brindándose en los tres
municipios.    

68 Ídem.
 69 Policía Nacional Civil Chimaltenango, Mesa Técnica …cit.
 70 Solidaridad Internacional –AMLUDI-CPDL, Mesa Técnica …cit
 71 Asociación Solidaria Andaluza de Desarrollo, Mesa Técnica …cit. 27



b. Promotoras comunitarias 

Uno de los mecanismos de atención más exitosos es la figura de las promotoras
comunitarias, que brindan acompañamiento a las víctimas. Estas mujeres, que son parte
de la comunidad, tienen mayor facilidad para establecer confianza con las sobrevivientes.
Se encargan de la identificación y acompañamiento a la víctima desde el nivel
comunitario. 

Con las intervenciones de la cooperación española fueron capacitadas para ser
promotoras y facilitadoras en prevención de la violencia a nivel territorial73 Algunas
tienen formación de promotoras legales comunitarias para acompañar casos y derivar a
las víctimas a los CAIMUS o a las redes de apoyo74.  

Las intervenciones de las promotoras comunitarias generaron un incremento de
denuncias y medidas de seguridad, así como una mejor atención a las víctimas, porque
las acompañan a lo largo del proceso, empoderándolas y ayudándolas a permear la
burocracia75. 

Una acción exitosa implementada por las promotoras,promotoras fue implementar un
registro de los casos que atienden, para establecer donde se encuentran las fallas del
sistema, falta de intervenciones específicas y otros tipo de estancamiento de los casos76. 

c. Comadronas 

Las comadronas77 juegan en muchos casos un papel relevante como apoyo a las mujeres
víctimas de violencia. Dentro del derecho indígena se considera consejeras a las
comadronas, encargadas de dar consejo a las mujeres, ya que por patrones culturales se
busca que sea del mismo sexo la persona que brinde la atención78. La Asociación
Solidaria Andaluza de Desarrollo (ASAD) está trabajando con comadronas la capacidad de
detectar señales de violencia en los cuerpos de las mujeres. La violencia en los cuerpos
no es muy accesible para mujeres indígenas en el sistema formal, por lo que se trabaja
con estas autoridades indígenas en los municipios de Chimaltenango. Las comadronas
son una autoridad clave para referir los casos, ejercicio de la denuncia y acceso a medidas
de seguridad. La capacitación se ha dado mediante talleres facilitados por una médica,
que tiene experiencia previa trabajando con comadronas y acercando medicina
occidental. Las comadronas se constituyen como un mecanismo comunitario de
prevención y detección de la violencia contra la mujer. 

72 https://asad.es/destacados/caimus-movil-acercando-la-atencion-integral-a-mujeres-sobrevivientes-de-violencia-en-los-municipios-de-chimaltenango/ 
73 Sector de Mujeres, Mesa Técnica sobre Medidas de Seguridad a favor de Mujeres Víctimas y Sobrevivientes de la Violencia, Taller realizado en el Centro Cultural de España, 27 de marzo de 2023. 
74 Solidaridad Internacional –AMLUDI-CPDL, Mesa Técnica sobre Medidas de Seguridad a favor de Mujeres Víctimas y Sobrevivientes de la Violencia, Taller realizado en el Centro Cultural de España, 27 de
marzo de 2023. También Asociación Solidaria Andaluza de Desarrollo, Mesa Técnica sobre Medidas de Seguridad a favor de Mujeres Víctimas y Sobrevivientes de la Violencia, Taller realizado en el Centro
Cultural de España, 27 de marzo de 2023. 
75 Solidaridad Internacional -CPDL, Mesa Técnica… cit.
 76 Sic4Change, Mesa Técnica sobre Medidas de Seguridad a favor de Mujeres Víctimas y Sobrevivientes de la Violencia, Taller realizado en el Centro Cultural de España, 27 de marzo de 2023. 
77 Ídem. 
78Las comadronas son mujeres entrenadas para prestar atención prenatal, atención de partos, postnatal y neonatología. Utilizan métodos tradicionales para la sanación de las enfermedades. Muchas de
ellas incluso tienen una habilitación estatal para dar fe del nacimiento de las personas. SIEDER, RACHEL, Construyendo autoridad y autonomía maya: la “recuperación” del derecho indígena en la Guatemala
de la posguerra, en Autoridad, Autonomía y derecho indígena en la Guatemala de posguerra, F&G Editores, Guatemala, 2011, página 31
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d. Otras intervenciones terapéuticas 

Las entrevistadas y participantes del taller coinciden en afirmar que existe poco apoyo
para las víctimas de violencia y que suelen ser las ONG’s quienes dan atención médica y
psicológica. 

Fundación Sobrevivientes cuenta con intervenciones terapéuticas para fortalecer a las
víctimas y de llegar a más personas. Cuentan con una terapia alternativa que ha sido
exitosa para sobrevivientes, que se brinda en cuatro sesiones. Es un proceso de
aprendizaje en terapias grupales, que luego da cabida a continuar con el trabajo de
empoderamiento económico. Además de procesos terapéuticos hacia mujeres víctimas
de violencia, brinda información para romper el círculo de la violencia. 

Con una mujer que haya cambiado su vida, se ha logrado algo”.  

Sara Orozco, PREVI

Otro de los componentes que trabaja Fundación Sobrevivientes es el trabajo con
autoagresiones, con el que han logrado cierto posicionamiento de temática, luego de un
estudio que arrojó que estos casos era consecuencia de la problemática de violencia
contra la mujer y la baja autoestima que la violencia genera. Este aporte es muy
importante porque el sistema de salud, al ver ciertas heridas, no logra identificar que se
trata de autoagresiones ni cómo abordarlas, como una manifestación de grave
perturbación emocional, que requiere de atención psicológica e incluso psiquiátrica. Se
ha trabajado en sensibilizar al personal médico y psicológico sobre el abordaje, mediante
atención clínica y preventiva.  

CARE brinda atención psicosocial, sanación y autocuidado, así como herramientas de
formación y atención alternativa, impactando la vida de las mujeres 

SERJUS trabaja un proceso de sanación que consiste en cuatro talleres, que se trabajan
con redes de mujeres y no directamente por mujeres referidas por ser víctimas de
violencia, en donde las participantes reconocen que todas hemos sido tocadas por la
violencia. Promueven el proceso del perdón, perdón a nosotras mismas por haber
permitido la violencia en nuestros cuerpos y el fortalecimiento del proyecto de sororidad
entre mujeres y el empoderamiento para decidir sobre los propios cuerpos.   
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Otra buena práctica identificada es la atención psicológica con terapia prolongada para
mujeres, hijos e hijas menores de edad, brindad por los proyectos de Solidaridad
Internacional. Esta práctica es importante porque, al atender a los niños, niñas y
adolescentes, se identificaron otras violencias y se promovió la denuncia. 

ASAD implementará capacitación a terapeutas comunitarias, sobre propiedades
medicinales y pueblos indígenas para sanar, curar y reconocer. 

3.8 Acompañamiento legal 

El acompañamiento legal en casos fue realizado por Fundación Sobrevivientes y los
equipos de atención legal de CAIMUS. Fundación Sobrevivientes no trabaja litigio de
forma aislada, sino de forma integral, siguiendo el modelo de atención integral de los
CAIMUS, porque es necesario brindar a la víctima otros componentes de atención para
que permanezca en los procesos legales, que son cada vez más largos. La asesoría legal
también se da si la víctima opta por no denunciar, para que sepa que puede hacerlo
después, o solucionar su situación en la rama del derecho de familia. Es importante
bridar orientación a las víctimas mediante asesoras jurídicas79. 

Fundación Sobrevivientes atendió 49 casos, incluyendo penales y familia, atendiendo el
cobro de pensiones y divorcio. Está realizando la sistematización de su experiencia en
litigio. 

Como los procesos legales se complican por la debilidad técnica del Ministerio Público,
entidades como ASOGEN y Grupo Guatemalteco de Mujeres trabajaron en el
fortalecimiento del sistema de justicia. Con la Red de derivación de Sololá se trabajó el
seguimiento de casos en el Ministerio Público80. 

3.9 Incidencia 

Las intervenciones incluyeron un trabajo de incidencia política para consolidar y
sostener el trabajo de apropiación de las entidades responsables en el marco de la
violencia81, así como la incidencia para la asignación de fondos en el presupuesto del
Estado, por ejemplo, para elevar el techo presupuestario de los CAIMUS dentro del
presupuesto de ingresos y egresos del Estado82. 

79 CARE, Mesa Técnica …cit.
 80 Sic4Change, Mesa Técnica …cit. 
81 CARE, Mesa Técnica …cit. También Sector de Mujeres, Mesa Técnica …cit.
 82 Red de Mujeres, Mesa Técnica …cit. 
83 Ídem.
 84 Ídem.

30



Se realizó incidencia en apoyo de mecanismos institucionales para la prevención,
sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, tales como la Coordinadora
Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar83. Por esta vía se logró que el
Ministerio de Gobernación capacitara a más agentes de la Policía Nacional Civil para
formar parte de las Oficinas de Atención a la Víctima, para incluir más personal
femenino y procurar menos rotación de este personal. 

Otras acciones de incidencia, particularmente en Sololá84, incluyen el trabajo local y
con comunidades indígenas y autoridades, para posicionar en la agenda del municipio la
violencia contra las mujeres y abrir brecha.  

La Red Nacional de CAIMUS es otro mecanismo importante de incidencia política,
sumada a otros espacios de participación en redes de refugios de acogida incluso fuera
del país, Red de Defensoras de Derechos Humanos, Red de Salud de Mujeres
Latinoamericanas y del Caribe y Red Feminista de Centroamérica. 

Limitaciones, desafíos y lecciones aprendidas 

Contexto general del país 



a. La debilidad institucional 
Las participantes de esta sistematización coinciden en señalar la debilidad de la Policía
Nacional Civil, por la carencia de recurso humano, logístico y por las malas condiciones
de infraestructura. La cantidad de policías dista mucho de los requerido. En el año 2021,
se recibieron 66,863 denuncias a nivel nacional por el delito de violencia contra la
mujer85. Con esta cantidad de denuncias el sistema no aguanta y en los municipios
todavía hay menos recursos que en la capital. Por ejemplo, en Santa María de Jesús,
tienen tres o cuatro policías por turno y siempre debe haber uno en la estación y dos en
la patrulla. En San Pedro Yepocapa hay cuatro policías para todo el municipio, y tienen
que supervisar doce medidas de seguridad. Hasta la jueza ha gestionado para que haya
más policías para poder dar cobertura, lo que todavía no se ha logrado.  

La policía tampoco tiene recursos logísticos. En ocasiones sí tienen vehículos, pero sin
mantenimiento o combustible, lo que limita sus posibilidades de verificar las medidas
de forma sostenible. No realizan un registro estadístico de las atenciones que brindan,
por lo que no cuentan con buenas estadísticas para medir la violencia, planificar
acciones y adecuar la carga de trabajo. 
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En las comisarías y sub comisarías, además se requiere atender actividades
administrativas, por lo que es difícil atender a las víctimas. Lo adecuado sería que
hubiera personal capacitado que pudiera atender con exclusividad a las víctimas, como
ocurre en las Oficinas de Atención a la Víctima. La falta de capacitación y sensibilización
ocasiona que no se atienda a la víctima con calidez y calidad, no le ponen la suficiente
atención porque “solo quieren medidas”. Otro problema observado es la rotación de
personal. El esfuerzo de capacitación no se hace sostenible con la rotación. Si bien el
personal se va ya capacitado a donde les toque servir, ese fue un factor problemático en
el área de cobertura.  

La policía también presenta deficiencias en la formación especializada en investigación
criminal. Los investigadores son agentes que ocupan esos puestos, sin la suficiente
especialización, aunque algunos de ellos hagan su mejor esfuerzo. Esta deficiencia es
general para la investigación de todos los delitos. Como referencia, en otros países se
exige una formación equivalente a una carrera universitaria para ocupar estas plazas86. 

Fuera de la capital y algunas cabeceras departamentales existe muy poca cobertura de
otras instituciones gubernamentales importantes, como la Procuraduría General de la
Nación, el Instituto Nacional de Ciencias Forenses, el Instituto para la Asistencia y
Atención a la Víctima y la Defensoría de la Mujer Indígena. En algunos casos, las
municipalidades tienen una sola persona para ver todos los asuntos de grupos
especiales, como mujer, discapacidad y otros. El Ministerio de Salud tiene poca
capacidad a nivel departamental y local. 

Es general, hay una gran debilidad del Estado en lo local, falta de recursos humanos, de
personal capacitado y materiales. Existe un sentimiento de abandono, desesperanza por
parte de las instituciones gubernamentales en los municipios de intervención. Las
oficinas estatales tienen carencias de todo tipo.  

Por su parte, las mujeres sobrevivientes de la violencia se han lamentado con los socios
implementadores por la ausencia de instituciones estatales de atención en las
comunidades, pues la mayoría se encuentran ubicadas en la cabecera municipal, lo que
hace difícil el acceso a ellas. 

85 Programa Prevención de la Violencia y el Delito contra Mujeres, Niñez y Adolescencia en Guatemala, Propuesta Sistema Integral
de Medidas de Seguridad, página 6. 
86 Por ejemplo, en Chile, la Policía de Investigación Criminal, mediante la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, reconoce a la
Academia Superior de Estudios Policiales y a la Escuela de Investigaciones Policiales, la facultad de otorgar títulos profesionales y
grados académicos. Este cuerpo policial se dedica a tareas de investigación criminal y es diferente del cuerpo encargado de la
seguridad ciudadana. https://www.pdichile.cl/instituci%c3%b3n/nosotros/historia. 32



b. Falta de coordinación para la atención médica 

En ciudad de Guatemala ya se cuenta con un centro que concentra los servicios de
atención a las víctimas, el MAIMI. Además de la entrevista a la víctima, se brinda a
atención médica, recolección de evidencias por el INACIF y kit de salud. En el interior del
país esto no ocurre. La víctima tiene que acudir al Ministerio de Salud y la entidad aún
no está comprometida con el componente de atención. Los médicos, al identificar los
signos de violencia, no quieren hacer denuncia para no ser testigos en el proceso penal.
No cuentan con los insumos necesarios para recolectar ADN o no quieren realizar
ciertos análisis argumentando que esa es función del INACIF. En algunos casos se
requiere atención psiquiátrica y medicamentos, pero estos servicios no están
disponibles. La atención terapéutica no debe ser solo para la víctima, sino también para
los hijos.  

Cuando las víctimas llegan lesionadas a interponer denuncia en el Ministerio Público, no
las atienden en el municipio, sino que las remiten a la cabecera. Dicen que hacen
coordinaciones, pero la realidad es que le dicen a la Policía Nacional Civil que la lleven
en la patrulla, sin dar acompañamiento. Es un desafío la atención en el Ministerio de
Salud en los caos de lesiones, porque aducen que no les compete, ya que el protocolo
de denuncia dice que es INACIF el que atiende, pero éste solo tiene presencia en ciertos
lugares.  

Se requiere mejorar la coordinación interinstitucional para facilitar el acceso a las
víctimas, optimizar recursos y no duplicar esfuerzos. Particularmente, se requiere la
integración de servicios del Ministerio Público, INACIF y Ministerio de Salud, según la
ubicación. 

c. Falta de atención en el propio idioma 

A veces no se contaba con intérpretes en las oficinas estatales y la asistencia se suplía
con personal de otras áreas de trabajo, por ejemplo, ayuda de los notificadores o
personal de servicios generales. Si no hay alguien que traduzca, se le dice a la víctima
que no la pueden atender, que regrese en otro momento o con asistencia. Ese tipo de
atención no es el adecuado, sobre todo en las audiencias, en las cuales, en algunos
casos, no se traducía toda la audiencia sino solo las preguntas que se formulaban a la
víctima. De esta manera no se puede obtener la información pertinente.  
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d. La lentitud de la justicia 

El otro aspecto es la lentitud de la justicia. El sistema de justicia es más lento en los
territorios. La atención se debilita conforme pasa el tiempo, por ejemplo, si las medidas
de seguridad son de largo plazo. La medida debería durar seis meses, para que se
resuelva el fondo del asunto, pero ese plazo no se cumple. A veces, los casos terminan
porque las víctimas se cansan de esperar justicia. 

e. Falta de recursos económicos 

Sin duda, uno de los obstáculos más recurrentes es la falta de recursos económicos para
atender los casos de violencia contra las mujeres. El Estado no asigna presupuesto para
este componente, lo que quedó en evidencia con la reducción de recursos provenientes
del Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado para este tipo de servicios. Los casos de
Fundación Sobrevivientes o la lucha de las organizaciones de mujeres para gestionar
recursos para los CAIMUS, son emblemáticos. En las comunidades no hay muchos
servicios disponibles y la derivación de casos a los CAIMUS rebasa la capacidad de
respuesta, sin que se les asigne más presupuesto. 

La justicia funciona menos donde hay pobreza. Las mujeres que tienen recursos
económicos pueden acceder a otros servicios. No basta con que exista una ley, si no se
paga el pasaje de la mujer para que vaya a las audiencias o no le das albergue, el derecho
a la justicia no existe, es un vacío en el marco institucional. 

En materia de atención, la víctima suele tener dependencia económica de los ingresos del
conviviente. Las mujeres no eligen vivir en violencia, pero no hay otra alternativa, porque
tienen varios hijos y no tienen los recursos para separarse del esposo. La dependencia
económica las hace regresar con el agresor. 

f. Limitaciones actitudinales 

A criterio de las entrevistadas y participantes del taller, no hay un interés de parte de
muchos servidores públicos de justicia para agilizar procesos de violencia basada en
género. La violencia contra las mujeres está invisibilizada en las instituciones estatales y las
autoridades tienen otros intereses. Por ejemplo, si se hace un desalojo de una comunidad
llegan mil quinientosnumerosos efectivos de la policía, pero si hay que desalojar a un
agresor no se da respuesta, menos si el camino de acceso es difícil87. 

87 Ídem. 
88 Álvarez, María Eugenia, Jueza de Paz de Santa María de Jesús…cit.
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Con relación a la atención de las víctimas/sobrevivientes de la violencia, se identificó que,
algunos operadores de justicia no las atienden, argumentando que deben ir a otra entidad,
de acuerdo con la ruta de atención, razón por la cual, en muchas ocasiones, ellas tienen
que recorrer dos o tres instituciones antes de que la atiendan y tener la posibilidad de
interponer su denuncia. Esto puede llevarle todo el día. 
El reto es convencer a los operadores de justicia para el cambio actitudinal. Tienen
resistencia, entre otras cosas, por el acomodamiento, porque les implica mayor carga
laboral, se abruman porque otras leyes también les ponen más competencias. El sistema no
actúa en función de las mujeres víctimas de violencia, sino en función de su carga laboral. 
A esto se suma que el personal auxiliar, a veces, no tiene el mismo compromiso para
sostener el proceso cuando hay rotación de personal. En las instituciones gubernamentales
están acostumbrados a la inercia y se hacen de la vista gorda frente a malos
procedimientos, porque están acomodados a estar así. Cuando hay esfuerzos aislados de
funcionarios comprometidos, solo se produce el desgaste e incluso existe cierto temor a
que tengan consecuencias negativas por su proactividad88

g. Falta de confianza en el sistema 

Cada vez que el sistema de justicia no acciona en los casos de violencia contra las mujeres.
Cuando la respuesta del sistema es incompleta o no hay consecuencias para los agresores,
no se logra la prevención especial. porque el agresor continúa con las agresiones, sin
ningún temor, porque ya sabe que reina la impunidad.  
A esto se suman malas prácticas y debilidades en el Ministerio Público. Se desestiman o
archivan casos sin realizar diligencias de investigación, como forma de reducir la mora.
Además, cuando se desestima en el primer momento un caso de violencia, es una falta del
deber de debida diligencia. No se da seguimiento a las denuncias ni cuando el juez ordena
proceder por la comisión del delito de desobediencia por incumplir las medidas de
seguridad. Fallan las cadenas de custodia de las pruebas, los casos cada vez son más largos
y requieren más recursos. Si no hay investigación, hay muy pocas sentencias, porque el juez
sin pruebas no puede declarar culpable al agresor. Las víctimas llegan más de tres veces sin
obtener respuesta.  La denuncia se vuelve algo formal solamente. El sistema no manda el
mensaje. Tanto la Policía Nacional Civil como el Organismo Judicial, han motivado la
coordinación, pero el Ministerio Público no tiene la cultura de seguimiento.  
Preocupa la corrupción a nivel local. Cuando el operador de justicia vive en la comunidad
hay más posibilidad de que las medidas no se implementen bien, porque puede tener
vínculos con el agresor. 

35



h. Aspectos culturales y machismo 

El sistema de justicia sigue siendo machista. Algunos funcionarios siguen diciendo a la víctima
“no exagere, son solo llamadas”. También tiene que tomarse en cuenta los aspectos
culturales en las comunidades, que también son machistas. 

La mujer indígena agredida no va al juzgado, va con la autoridad indígena, porque es quien
resuelve los conflictos. Dentro de las autoridades indígenas, la gran mayoría son hombres y
las pocas mujeres que participan no tienen verdaderamente espacios de poder. La visión de
muchas autoridades indígenas sigue siendo machista y buscan culpar a la mujer por el
conflicto “usted lo provocó”; “usted no lo atendió”. También recurren al fundamentalismo
religioso “el matrimonio es para toda la vida”. Piensan que con estas campañas de denuncia
quieren que desaparezca la familia. Es aún una intervención complicada, pero cada año
cambian autoridades y eso es una posibilidad89.  

Dentro de las autoridades indígenas, no es fácil que elijan a mujeres y no comparten acciones
afirmativas como establecer cuotas porque “no es legítimo”. Sí se ha promovido la
participación de las mujeres y en algunos casos sí hay lideresas exigiendo sus derechos como
pueblo. Algunos líderes sí tienen apertura, pero en el discurso, pues en la práctica no
comparten la toma de decisiones con las mujeres, sino que piden a las mujeres que participan
en espacios de autoridad indígena que levanten el acta o que preparen el café. Las propias
esposas de los líderes no participan, porque “su mujer debe estar en la casa”90. 

Algunas mujeres, con las que se trabaja la participación, son mujeres de mediana edad y
mayores, pues tienen oportunidad de participar cuando ya sus hijos han crecido o han
enviudado. A este sector etario aún le genera incomodidad temas como LGBTI y enfoques de
derechos sexuales

Tampoco se han abordado aspectos sociales como la reconstrucción de la reputación, que es
importante en las comunidades pequeñas, como si las mujeres quedaran “marcadas”, sobre
todo en delitos sexuales. Hay ejemplos en los cuales la misma comunidad rechaza el accionar
de la víctima, por ejemplo, cuando se denuncia al maestro de la escuela después de violar a
una niña, pero sigue trabajando en la escuela o si sacan al maestro, pero no lo reponen y
entonces nadie da las clases. Ha habido un hostigamiento a las víctimas por parte de la
congregación religiosa, en casos donde un pastor religioso viola a una niña. Se tiene que
trabajar con esta problemática92. 

89 De Leon, Vilma Serjus, entrevista realizadas el 25 de marzo de 2023. 
90 Ídem. 
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Limitaciones en cuanto a las medidas de seguridad 

Las intervenciones en materia técnica respecto al otorgamiento de medidas de seguridad se
dieron de una forma inicial y, por la duración del proyecto, las intervenciones fueron cortas,
más de tipo pilotaje.  

Persisten deficiencias en la notificación de las medidas. A esto se suma la ausencia de un
sistema informático que permita sistematizar la información, realizar el seguimiento de las
medidas, ver casos de reincidencia y similares. 

Si bien se ha dado un paso adelante en la identificación de factores de riesgo, lo cual es
importante porque, en algunos casos, habrá peligro desde el momento que la víctima se acerca
a la comisaría, estos esfuerzos aún no son suficientes y se requiere abarcar a toda la Policía
Nacional Civil que atiende violencia contra la mujer. 

Con la Policía Nacional Civil, si bien sí se dieron capacitaciones, los avances se disiparon con la
rotación del personal. Se tiene que abarcar a más agentes policiales para que los cambios de
comportamientos sean sostenibles. Esto también se observa en las deficiencias para recabar
información en la entrevista inicial o en los esfuerzos del personal más comprometido para dar
seguimiento a las medidas de seguridad o para avisar al juzgado en caso de incumplimiento.  

Respecto a la idoneidad de las medidas de seguridad, hay una sensación entre las entrevistadas
y participantes del taller de que son completamente insuficientes y no abordan componentes
importantes, como el tejido comunitario, la estigmatización a la víctima. Falta incorporar la
dimensión comunitaria, la manera de entender la justicia para los pueblos indígenas, la forma
de restaurar el equilibrio. Tiene que intervenir el sistema de salud para proteger. 

Retirar al agresor del domicilio conyugal es una medida usual, pero lo más probable es que sea
la mujer se tenga que ir, sobre todo con los delitos sexuales por el estigma. Esta medida
requiere más abordaje desde la visión indígena. Tampoco se considera a la familia del agresor,
que es la que hace más presión para que la mujer no se pueda quedar en la casa, aunque
tengan derecho. El primer problema es la casa, ellas por salud o por miedo acaban yéndose, por
el hostigamiento. Esas dimensiones no están contempladas. El análisis de riesgo también debe
contemplar el entorno de relaciones comunitarias. 
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La reparación está contemplada dentro del catálogo de medidas de seguridad, pero no se
implementa. Se empieza a implementar de alguna manera en las sentencias, pero refiriéndose
solo a indemnizaciones monetarias, de cantidades ilusorias que no reparan nada, porque no se
tienen criterios objetivos.  

A pesar de que los jueces y otros operadores de justicia sí tienen alguna formación en el tema,
no siempre otorgan medidas de seguridad y siguen promoviendo la conciliación como
mecanismo prioritario sobre otros, lo que hace difícil la intervención porque en casos de
violencia no puede ser la primera opción, sino más bien, son medidas para frenar la denuncia,
eso es algo que preocupa a los socios. Existe una relación entre la falta de formación y las
intervenciones erradas. Cuanto más bajo es el nivel de instrucción de los operadores, más se
prioriza la conciliación frente a estas medidas. Esto además es peligroso por la reincidencia y
aumento de la violencia. Es un reto trabajar este componente. 

Respecto al seguimiento a las medidas de seguridad, se resaltó que el pilotaje está siendo
efectivo, pero también se requiere que haya consecuencias frente al incumplimiento, lo que
de momento casi no se da. Las mujeres sí se presentan a la policía o al juzgado a informar que
no se han cumplido las medidas, pero las respuestas ante el incumplimiento no son exitosas,
sobre todo si las medidas son de largo plazo. No se certifica lo conducente por desobediencia
ni se ordena nada nuevo. La víctima queda en absoluta soledad e indefensión.

Las intervenciones no alcanzaron al Ministerio Público. Participantes refieren una tendencia a
desestimar los casos, probablemente para tener menos trabajo o para mejorar sus indicadores.
Fiscales han llegado a devolver a los jueces las órdenes de proceder por la comisión del delito
de desobediencia por incumplir las medidas de seguridad, rechazándolas, argumentando que
son faltas. A veces rechazan las resoluciones verbalmente, con el notificador o incluso
razonándolas con lapicero. Se ha tenido que remitir nuevamente ordenando investigar,
fundamentando que es un delito de acción pública y que están obligados a investigar93.  

También se refirió que se intenta persuadir a las mujeres a que no denuncien, indicándoles que
va a ser más difícil para ellas si se llevan preso al agresor, les insisten si realmente quieren
denunciar o solo requieren medidas de seguridad. No les preguntan si tienen necesidad de
sacar algo de su casa, no hacen referencia a la pensión ni a otras necesidades de las víctimas. Si
la víctima desiste, el Ministerio Público devuelve las actuaciones, con un oficio indicando que la
víctima solo quiere medidas de seguridad. Entonces es en el juzgado donde tienen que volver a
explicarle todo, los alcances y lo que realmente pueden esperar94. 
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Con el Organismo Judicial, hubo falta de formación para fortalecer los criterios de los jueces y
abarcar al personal completo del juzgado. Un obstáculo es que, al ampararse algunos jueces
amparándose en la independencia judicial, es difícil articular procesos de armonización de
criterios judiciales.  

Limitaciones del cooperante para trabajar 

Idioma:. Fue un obstáculo la atención en idiomas maternos y con pertinencia cultural. Las
instituciones socias tuvieron dificultad para para incorporar personal local calificado, que hable
el idioma de las áreas de intervención, principalmente abogadas. 

Tiempo:. La barrera del tiempo tiene dos dimensiones: por un lado, la sanación. El proceso de
sanación lleva tiempo y recursos, que exceden la permanencia de los proyectos. Por el otro
lado, el tiempo del proceso legal, particularmente el penal. Los casos se vuelven muy largos y
también exceden los tiempos de duración de los proyectos. Las entidades socias han tenido
que asumir casos que no concluyeron durante la intervención del proyecto95.  

Recursos económicos. Respecto a los casos en sí mismos, también existen obstáculos de tipo
económico; por un lado, porque las víctimas requieren dinero para sus movilizaciones, por la
ausencia de instituciones en las comunidades, ya que la mayoría se encuentran ubicadas en la
cabecera municipal, lo que hace difícil el acceso a ellas. Por otro lado, suelen tener
dependencia económica de los ingresos del conviviente.  La dependencia económica de las
mujeres a los ingresos del conviviente,conviviente nos orienta a buscar programas de atención
integral, que incluya acciones para superar la dependencia económica, porque de otra manera
la mujer no podrá salir del círculo de la violencia. Se requiere de un componente económico.
Una asistencia al menos mientras la mujer sana. Se requieren recursos de emergencia para salir
de la violencia, como transferencias monetarias para sobrevivientes. En otros proyectos se
cuenta con experiencias exitosas de transferencias monetarias.  

Necesidad de acompañamiento de las organizaciones de la sociedad civil. En esta etapa del
desarrollo del sistema de justica en Guatemala, lamentablemente, el éxito de la
implementación en las medidas de seguridad y permanencia de las mujeres en el caso, se logra
por el acompañamiento de una organización, porque la organización da todas las facilidades y
cubren un vacío que existe en la atención que brinda el Estado. En los territorios son las
organizaciones de la sociedad civil las que hacen el trabajo, lo que no asegura la sostenibilidad
de los procesos, porque existen recursos limitados para garantizar la permanencia de los
servicios.  

93 Álvarez, María Eugenia, Jueza de Paz de Santa María de Jesús…cit.
94 Ídem.
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Dimensión comunitaria de la violencia. Tampoco se trabajó con autoridades indígenas en la
aplicación de su propio derecho, que promueve la reconciliación. No se trabajó lo relativo a las
relaciones desiguales que impiden a la víctima conciliar en relaciones de violencia. Falta
incorporar la dimensión comunitaria, la manera de entender la justicia para los pueblos
indígenas, la forma de restaurar el equilibrio. 

Socialización de resultados y productos. Existen materiales producidos dentro de las
intervenciones del PREVI y por la cooperación española. Estos materiales no deben quedar solo
como productos de los proyectos, sino que deben ser socializados con los demás operadores
del sistema de justicia y organizaciones de la sociedad civil, para aprovechar la información
producida. Por ejemplo, el tema de autoagresiones es muy importante y no es del
conocimiento de los actores o las entidades del sistema de justicia podrían adoptar elementos
del modelo de atención. 

Seguridad. Trabajar en el territorio implica también realizar análisis de seguridad, tanto respecto
a delincuencia común, como frente a represalias por parte de los agresores o por las
comunidades fuertemente identificadas con el agresor. La situación de seguridad fue evidenciada
al revisar la atención brindada por las promotoras comunitarias y en las actuaciones del modelo
de CAIMUS móvil, implementado durante la pandemia del COVID 19. En la Costa Sur hubo una
intervención para analizar la protección y seguridad de las organizaciones de la sociedad civil que
acompaña casos de violencia contra la mujer, elaborando análisis de riesgo y protocolos de
seguridad con la asesoría técnica de UDEFEGUA. 

Sostenibilidad. Sigue siendo un reto la continuidad de los programas de atención, más allá de la
duración de un proyecto. Son las organizaciones no gubernamentales las que activan, las que
impulsan las redes de derivación, pero hay que dar el mando a organizaciones que permanecen
en el territorio, no en proyectos.  La opción debería ser que lo asuman las instituciones estatales
locales, pero como tienen otros intereses o limitaciones, no se ha logrado que asuman los
servicios y les den sostenibilidad. El programa PREVI, desde la Secretaría Ejecutiva de la Instancia
Coordinadora de la Modernización del Sector Justicia dejará hecho un plan de sostenibilidad,
como parte de las actividades del cierre. 

Institucionalizar servicios. La atención de agresores debería ser un programa estatal, tal vez
dentro de Ministerio de Gobernación o en la municipalidad. Se requiere crear servicios de
atención, institucionalizar el círculo de reflexiones sobre masculinidades trasformadoras y abrir
espacios como alcohólicos anónimos y similares. Las organizaciones no gubernamentales no
pueden asumir esta responsabilidad.  

95 Fundación Sobrevivientes, Mesa Técnica …cit. 40



Recomendaciones y retos hacia el futuro 



Respecto a las medidas de seguridad 

•    Se recomienda continuar incidiendo para institucionalizar la medición del riesgo en todas las
entidades de la administración de la justicia, para privilegiar las medidas de seguridad que sean
más adecuadas y que sean capaces de garantizar la vida y seguridad de las víctimas. 

•   Aún se requiere seguir trabajando con el Organismo Judicial para que diversifiquen las
medidas de seguridad a imponer que incluyan medidas que promuevan el cambio de conducta
del agresor y la reparación a la víctima. La derivación de la víctima a servicios de atención es
indispensable para restaurar el proyecto de vida.  

•    Se recomienda continuar el esfuerzo en la unificación de rutas de denuncia y derivación,
designando las funciones de cada participante, para que la atención a las víctimas no dependa
del criterio discrecional del funcionario de turno y evitar que vaya a muchas partes antes de
encontrar la asistencia que necesita. 

•   Se recomienda trabajar en la sensibilización de los operadores de justicia para que consideren
también a los hijos, hijas u otro integrante del núcleo familiar como víctima colateral de la
violencia. 

•    Se requiere seguir brindando seguimiento a las medidas de seguridad mientras se instaura un
modelo efectivo, en el cual la policía pueda realizar el seguimiento autónomo de las medidas e
informar al juez cualquier anomalía. El seguimiento a las medidas de seguridad es la vía para
disuadir al agresor y debe ser incluida la verificación en los patrullajes, al menos una vez al mes o
cuando la víctima requiera auxilio.  

•    También se recomienda trabajar en el otorgamiento de medidas de protección para niños,
niñas y adolescentes, trabajando con todo el sistema de protección para que también se puedan
identificar medidas idóneas y que el internamiento en un hogar de protección sea el último
recurso.  

41



   Durante la vida del proyecto no se logró profundizar mucho en las medidas de protección
para niños, niñas y adolescentes y se recomienda que en el futuro también se dé un
acompañamiento, de la misma forma que se está haciendo con las medidas de seguridad. 

   También se requiere involucrar al Ministerio de Educación para implementar protocolos de
denuncia de violencia. 

  Se recomienda continuar con la atención de agresores, institucionalizar el círculo de
reflexiones sobre masculinidades trasformadoras y abrir espacios para trabajar el manejo de
la ira y crianza sin violencia.  

    Respecto a las víctimas y víctimas colaterales, se recomienda fortalecer los programas de
atención de la salud mental, incluyendo atención psiquiátrica, para que puedan sanar y
romper el ciclo. 

    Se requiere trabajar en la sensibilización de las redes de familiares de víctimas, sumado a
que se requiere involucrar a la familia del esposo, para que no sea un obstáculo más. 

  Finalmente, debería realizarse incidencia para que existiera un fondo del Estado que
pudiera cubrir las necesidades económicas de urgencia de las mujeres víctimas de la
violencia, una compensación, una normativa para el acceso a recursos. Debiera asignarse un
porcentaje del presupuesto para esta atención. El Ministerio de Desarrollo debería integrar a
sus programas a este grupo objetivo, pero ningún programa del Estado considera a las
mujeres sobrevivientes de una manera diferenciadas. Tampoco hay interés del sector
privado. Pero, tal parece que las mujeres sobrevivientes no son un colectivo atractivo para
visibilizar96.  
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  En el diseño de futuros proyectos de cooperación, se recomienda seguir apoyando
áreas de intervención que no suelen ser favorecidas por otros proyectos de cooperación. 

 Cuando se trabaje con varios socios, se recomienda contar con un mecanismo de
coordinación y espacios de retroalimentación que permitan compartir hallazgos,
diagnósticos y demás acciones exitosas realizadas por entre todos los socios
implementadores. Se recomienda compartir los documentos producidos en el marco del
PREVI. 

  Se recomienda contemplar dentro de los riesgos en el diseño del proyecto, los tiempos
de respuesta estatal en las aprobaciones, en la ejecución y la fragilidad del sistema
político y cambios de autoridades.  

 Respecto a los indicadores, se debe contemplar el enfoque de género y promover la
restauración del proyecto de vida de las mujeres, priorizando el logro de autonomía
personal, física y económica con indicadores adecuados. La restauración del proyecto de
vida debería ser el objetivo final de todas las intervenciones. 

 Se recomienda contemplar una estrategia de incidencia para institucionalizar, dar
sostenibilidad a los procesos y hacer operativas las acciones en los territorios. 

 Se recomienda incorporar un componente económico que incluya recursos de
emergencia para salir de la violencia, como transferencias monetarias para
sobrevivientes. En otros proyectos se cuenta con experiencias exitosas de transferencias
monetarias. Puede explorarse la responsabilidad social empresarial. 

  Se recomienda continuar fortaleciendo la figura de las promotoras comunitarias, por
ser uno de los mecanismos de atención más exitosos en el acompañamiento a las
víctimas, incluyendo una retribución o estipendio por el trabajo realizado.   

Respecto a la cooperación en futuros proyectos 

96 Castro, Tamara, Asociación Solidaria Andaluza de Desarrollo, Mesa Técnica …cit. 43



Se recomienda seguir fortaleciendo a los CAIMUS y ampliar su existencia a más
municipios, por ser una de las herramientas más exitosas en la atención. Estos centros
han permitido el acceso de las mujeres víctimas a bienes básicos como la salud y acercar
la atención en casos de violencia, aplicando un enfoque de género y pertinencia cultural
en los servicios. Se requiere atención psiquiátrica. Mientras se logra ampliar la
cobertura, la figura de CAIMUS móviles permite acercar los servicios a más lugares. 

 Se recomienda continuar con programas de asistencia legal a las víctimas es necesaria
mientras se fortalece el sistema de justicia, de manera que pueda responder a las
necesidades de las víctimas. De momento, si no existe un acompañamiento legal, los
casos quedan en la impunidad y se refuerza la sensación de desamparo de las víctimas.

 Es importante seguir apoyando la articulación y coordinación con las distintas
organizaciones e instituciones que trabajan aspectos relativos a la violencia basada en
género y el trabajo en redes. Mediante estos mecanismos de coordinación se ha
acercado la atención integral a las víctimas. Debe buscarse incorporar a otros actores no
tradicionales, incluyendo iglesias.  
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Anexos 

Historias de Éxito  

El mandato de supervisión otorgado al Instituto de Estudios Comparados en Ciencias
Penales de Guatemala para el acompañamiento a la Policía Nacional Civil en el
seguimiento de medidas de seguridad 

Dentro de las acciones desarrolladas por las contrapartes implementadoras del PREVI, el
ICCPG diseño y se encuentra implementando una Estrategia de Medidas de Seguridad, la
cual se centra en la diversificación en la imposición de medidas de seguridad, la creación
del programa para la imposición de la medida de seguridad contemplada en la literal b)
del Artículo 7 de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia intrafamiliar, y el
seguimiento a medidas de seguridad en casos paradigmáticos de violencia contra la
mujer.  

Para ello, implementa procesos de capacitación atendiendo a miembras de las Direcciones
Municipales de la Mujer, Jueces de Paz y Agentes en Servicio de la Policía Nacional Civil en
los lugares de intervención, brinda equipamiento y acompañamiento técnico, diseñó,
validó e implementa el Círculo de Reflexión sobre las de Masculinidades Transformadoras,
el cual consta de ocho módulos de cuatro horas cada uno, a través de los cuales se
atiende, con un modelo psicopedagógico, a agresores sujetos a una medida de seguridad,
y realiza la identificación y seguimiento a mujeres víctimas de violencia en favor de
quienes se han impuesto medidas de seguridad, que derivado de la medición de riesgo
realizada, es importante su monitoreo constante para asegurar el cese de las agresiones y
su integridad mental y física 

Previo a la implementación del PREVI/ICCPG en los lugares de intervención, las medidas
de seguridad impuestas en favor de mujeres víctimas de violencia se limitaban a las literas
i) y j) del Artículo 7 de la Ley VIF, las cuales prohíben al presunto agresor que perturbe o
intimide a cualquier integrante del grupo familiar, así como que ingrese al domicilio
permanente o temporal de la persona agredida y a su lugar de trabajo o estudio, sin
imponer otras medidas que aseguren el bienestar y la integridad física y mental de la
víctima, así como de sus hijos o hijas menores de edad, como puede ser el otorgarle el
menaje de casa o el fijar una pensión alimenticia provisional, entre otras de las 16
medidas contempladas en la ley.  
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Los esfuerzos para la diversificación de las medidas de seguridad impuestas, conllevaron
la formación y actualización de Jueces y Juezas de Paz en medición de riesgo, lo cual
permite identificar las necesidades de las víctimas y la identificación de los riesgos de una
nueva agresión, así como el proveerle de recursos necesarios que le faciliten salir del
círculo de violencia, especialmente cuando son dependientes económicamente de sus
agresores.  

Los procesos dieron como resultado la identificación de casos de violencia grave contra la
mujer, además de la diversificación de las medidas aplicadas en juzgados de paz en favor
de mujeres víctimas de violencia.  

En relación a los agresores, se identifica como problemática a nivel nacional que en su
mayoría las denuncias presentadas, un promedio de 48 mil anuales en los últimos cinco
años, no alcanzan ser procesos sentenciados, habiéndose impuesto en 2021 un total de
2648 sentencias, que representan el 4.9% en relación a las denuncias recibidas para ese
año. En estas circunstancias, el único acercamiento que los agresores tendrán a la justicia
será a través de la imposición de una medida de seguridad, siendo esta una ventana de
oportunidad para realizar su atención, debido a que la imposición como medidas de
seguridad de la litera i) y j) de la Ley, únicamente evitará su contacto con la víctima, y en
algunos casos, que la relación finalice, con lo cual comúnmente el agresor iniciará una
nueva relación, en la que existe una alta probabilidad de que su nueva pareja también sea
agredida.  

Para realizar una atención dirigida a agresores, la Ley VIF contempla como medida de
seguridad en la literal b) del Artículo 7, el ordenar [al presunto agresor] la asistencia
obligatoria a instituciones con programas terapéuticos, educativos, creados para ese fin,
para dar vida a la literal b), PREVI/ICCPG diseñó y validó el Círculo de Reflexión sobre las
de Masculinidades Transformadoras, el cual fue validado con Jueces y Juezas de Paz,
DMM´s y Agentes en Servicio de la Policía Nacional Civil.  
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Departamento  Municipio  Número de agresores remitidos 

Chimaltenango 

San Pedro Yepocapa   08 

San Juan Comalapa   08 

Zaragoza   07 

Sacatepéquez 

San Lucas Sacatepéquez   09 

Ciudad Vieja   14 

Santa María de Jesús   05 

Total  51  

El pilotaje del programa se llevó a cabo en seis municipios:  San Juan Comalapa, San Pedro
Yepocapa y Zaragoza del departamento de Chimaltenango, y San Lucas Sacatepéquez,
Ciudad Vieja y Santa María de Jesús del departamento de Sacatepéquez, habiendo sido
remitidos al programa un total de cincuenta y un agresores.  

Las y los Jueces de Paz, indican cambios de comportamiento en los agresores,
identificando la reducción de sus niveles de agresividad, así como una mejoría en sus
relaciones interpersonales con sus parejas y con sus hijos e hijas, solicitando la
continuidad del programa, así como su ampliación hacia otros municipios.  

En lo referente al seguimiento a medidas de seguridad en casos paradigmáticos de
violencia contra la mujer, la medición de riesgo en casos de violencia contra la mujer
facilitó la identificación de casos que, a criterio de los juzgadores, requieren de
seguimiento personalizado, atendiendo a las características de las víctimas y el riesgo
que para éstas representan los agresores. De tal forma, se implementaron seguimientos
a medidas de seguridad en seis municipios:  San Juan Comalapa, San Pedro Yepocapa y
Zaragoza del departamento de Chimaltenango, y San Lucas Sacatepéquez, Ciudad Vieja y
Santa María de Jesús del departamento de Sacatepéquez. 
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En conjunto, las acciones de fortalecimiento institucional y de articulación con actores
locales de justicia, tienen como principal resultado el seguimiento de casos concretos
priorizados conjuntamente entre Juzgados de Paz, PREVI/ICCPG y PNC, los cuales han
sido monitoreados para verificar el cumplimiento de medidas de seguridad y de esta
forma garantizar la vida y la integridad de las víctimas y de su núcleo familiar cercano: 

 Coordinación con el Organismo Judicial: Se coordina con Juzgados de Paz la
identificación y supervisión del cumplimiento de medidas de seguridad, quienes
diligencian a PNC acciones concretas para ello. Así también, se coordina la derivación de
agresores al Círculo de Reflexiones para las Masculinidades Transformadoras, ambos ejes
de la Estrategia de Medidas de Seguridad diseñada e implementada por PREVI/ICCPG.  

Coordinación con la Policía Nacional Civil: A través de la Comisaria Departamental se
coordinan las acciones a ser desarrolladas en el nivel municipal para el seguimiento a
medidas de seguridad cuando les ha sido delegada dicha función por el Juzgado de Paz.
De igual forma, realizan un acompañamiento al desarrollo de las sesiones del Círculo de
Reflexión donde son atendidos agresores.  

Acompañamiento Policial: PREVI/ICCPG brinda, además de capacitación y asesoría,
acompañamiento a los Agentes en Servicio durante el cumplimiento de las órdenes de
supervisión emitidas por el Juez de Paz. 

Localización de la víctima: En lugares donde no se cuenta con dirección exacta, a través
de PREVI/ICCPG y las DMM, se realiza comunicación con lideres de las comunidades, para
ubicar a las víctimas; de ser necesario, se actualiza la información en el informe que rinde
PNC al Juez de Paz. Los agentes se auxilian de teléfono celular para tomar fotografías de
la residencia de la víctima, y contar con registros que permitan agilizar las operaciones a
futuro (casos en que los agresores desobedecen las medidas de seguridad y es necesario
prestar auxilio de manera oportuna). 
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Departamento  Municipio  Número de víctimas atendidas 

Chimaltenango 

San Pedro Yepocapa   04 

San Juan Comalapa   06 

Zaragoza   03 

Sacatepéquez 

San Lucas Sacatepéquez   08 

Ciudad Vieja   03 

Santa María de Jesús   06 

Total  30 

Verificación de la medida:  La PNC procede a identificarse e indicar a la víctima el motivo
de su presencia, preguntando a la víctima sobre su disposición de realizar la entrevista
de seguimiento y si se encuentra emocionalmente bien para responder a las preguntas,
procediéndose a verificar el cumplimiento de la medida por el agresor. Cuando la
víctima reporta el incumplimiento la violación a la medida impuesta, se realizan
preguntas sobre las amenazas a las que está expuesta, para que el Juez de Paz cuente
con insumos para decidir la ampliación o modificación de las medidas impuestas y
asegurar la vida e integridad de la víctima y su núcleo familiar cercano. 

Finalmente, PNC proporciona el número de teléfono de la Sub-Estación Policial, para
que la víctima se comunique de manera inmediata al momento de encontrarse ante una
amenaza, o cuando el agresor viole o incumpla con las medidas.  

De este seguimiento se obtienen el siguiente consolidados de casos monitoreados por
PNC: 

El acompañamiento a las víctimas y la verificación del cumplimiento de las medidas de
seguridad impuestas a su favor, incrementa la confianza en el sistema y les brinda a las
víctimas la certeza que no están solas, haciéndolas sentir respaldadas y protegidas, lo
que también envía un mensaje a los agresores sobre que sus acciones están siendo
monitoreadas, ya que también a los agresores se les realizan visitas y se percatan de la
presencia policial y el seguimiento, siendo este un fuerte disuasivo de futuras agresiones.  
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El modelo de atención de Asociación Nuevos Horizontes
en Quetzaltenango 

Una buena práctica es lLa atención brindada por la Asociación Nuevos Horizontes en
Quetzaltenango, en la aplicación del modelo de atención en general y diferenciado para
adolescentes, puede considerarse una buena práctica. Al llegar lasLas mujeres llegan
primero a la Asociación, se implementa  y allí aplican lo que el modelo les indica. Una de
las medidas es implementar la técnica de la escucha, para que ellas puedan hablar de la
angustia y miedo que llevan. Eso permite tomar confianza, sentir que es un espacio que
la puede proteger. En la Asociación hacen un plan de eliminación de riesgo. Si ella quiere
seguridad de personas, se le refiere a un albergue, sin perjuicio del seguimiento legal. El
albergue atiende a mujeres mientras solventan su situación. Para su funcionamiento
cuenta con responsabilidades a cumplir con las mujeres durante su permanencia en el
albergue, lo que les da estructura. Se tienen sesiones con las víctimas para su
orientación, su cuidado personal. Atienden no solo la parte legal, sino también la parte
humana, sus necesidades y problemas.  

Se prepara trata de hacer un plan de trabajo conjuntamente para que la mujer decida
qué hacer con la orientación, para que no se sienta obligada. Cuando se atiende a
personas menores de edad se coordina con la Procuraduría General de la Nación. Se
atiende salud sexual o reproductiva, pues algunas llegan incluso con enfermedades de
transmisión sexual. Se brinda recuperación nutricional, porque muchas llegan
desnutridas. Se da atención prenatal a quienes llegan embarazadas. El proceso incluye la
parte educacional y laboral. Durante el COVID 19 se tomaron todas las medidas
sanitarias e incluso ayudaron a las mujeres a completar esquema de vacunas97. 

97 Pérez, Diana; Wug, Lilian, Asociación Nuevos Horizontes, entrevista ..cit. 50



El trabajo de los Centros de Apoyo Integral para Mujeres
Sobrevivientes de la Violencia –CAIMUS 

El mandato de los CAIMUS es atender todos los casos, independientemente de que la
sobreviviente quiera denunciar o no, o no lo quiera hacer en ese momento. Se encargan
de escuchar a la mujer, le explican todos sus derechos, se estudia su caso, se le den las
perspectivas de lo que puede obtener y se identifica junto a la mujer qué es lo que
necesita.  

Se brinda a la víctima primeros auxilios psicológicos en el primer contacto o atención
inicial, para lo cual todo el equipo está capacitado. Allí tratan de restablecer su
estabilidad. Si hay niños involucrados se hacen gestión para recuperarlos
inmediatamente. Cuando la mujer se ha recuperado emocionalmente, se habla de poner
la denuncia.  A veces solo llegan a solicitar atención psicológica, social, médica o legal. 

En los casos donde se requiera, se puede brindar albergue temporal, mientras la víctima
se estabiliza, empodera y encausa su proyecto de vida. Los CAIMUS tienen un albergue
que atiende y resguarda a mujeres en riesgo muy alto, cuando tienen proceso de
denuncia y existe un riesgo alto de que las medidas de seguridad no se cumplan, por lo
que no se garantiza su seguridad fuera del albergue u otro lugar de resguardo. El
albergue cuenta con protección adicional a las medidas de seguridad de la orden judicial.   

Si la mujer decide denunciar, denunciar el área legal se pone en marcha y empieza a
armar el caso. Como paso previo a la denuncia se tienen que buscar opciones de
seguridad para la víctima, que incluye la identificación de redes de apoyo dentro de su
familia y la solicitud de las medidas de seguridad que correspondan y que se puedan
obtener. Es Importancia de prevenir riesgos, pues las medidas de seguridad en sí mismas
no son suficientes, por lo que se elabora un plan de eliminación de riesgos, en donde se
concientiza a la víctima sobre la importancia de las decisiones que tome y el mismo se va
modificando según la situación de violencia. Cuentan con un directorio de comisarías de
la Policía Nacional Civil. 

También se prepara un plan de acompañamiento, que consiste en custodiar a la víctima
cuando vaya a solicitar medidas de seguridad e interponer denuncia, para que se sienta
segura y para salvaguardar su vida. Se evita que la mujer salga sola y se apoya en sus
traslados.  Ya en el juzgado, e realizan interlocución e incidencia con operadores de
justicia. 
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María José Juárez, Programa PREVI,
Escuintla 

Entrevista realizada el 3 de marzo de
2023 

Sara Orozco, Responsable de Gestión
Técnica y Operativa del Componente de
Atención y Prevención, PREVI, Secretaría
Ejecutiva de la Instancia Coordinadora de
la Modernización del Sector Justicia 

Entrevista realizada el 9 de marzo de
2023 

Rodemiro García, Consultor, Instituto de
Estudios Comparados en Ciencias Penales
de Guatemala 

Entrevista realizada el 13 de marzo de
2023 

Gabriela Flores, Directora, Instituto de
Estudios Comparados en Ciencias Penales
de Guatemala 

Entrevista realizada el 13 de marzo de
2023 

Irma Chacón, Gerente, Fundación
Sobrevivientes 

Entrevista realizada el 21 de marzo de
2023 

María Eugenia Álvarez, Jueza de Paz,
Santa María de Jesús, Sacatepéquez 

Entrevista realizada el 21 de marzo de
2023 

Tamara Castro, Asociación Solidaria
Andaluza de Desarrollo  

Entrevista realizada el 21 de marzo de
2023 

Diana Pérez y Lilian Wug, Asociación
Nuevos Horizontes, Solidaridad
Internacional 

Entrevista realizada el 21 de marzo de
2023 

Emma Rodas, CARE 
Comunicación realizada por correo el 23
de marzo de 2023 

Edda Gaviola Artigas, Centro de Acción
Legal para los Derechos Humanos 

Comunicación realizada por correo el 24
de marzo de 2023 

Vilma de León, SERJUS 
Entrevista realizada el 25 de marzo de
2023 

Participantes del proceso de recolección de información para la
sistematización 

Entrevistas 
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Nombre  Organización 

Lorena Robles  TRASCIENDE, Red de Mujeres 

Tamara Castro  ASAD 

Irma Chacón  Fundación Sobrevivientes 

Gabriela Flores  ICCPG 

Ixchel Nicté Lemus  PREVI, SEICMSJ 

Sebastiana Marín  CARE 

Betty Porras  MMB 

Emma Rodas  CARE 

Hugo Reyes  CPDL 

Rodemiro García  ICCPG 

Lorena Morales  Sic4Change 

Diana Pérez  Asociación Nuevos Horizontes 

Rubén Jordan  CARE 

Katherinne Albizures  PNC 

Wendy Albizures  PNC 

Raquel García  Solidaridad Internacional 

María José Juárez  PREVI 

Constanza Kahn  AECID 

Karen Osorio  AECID 

Eduardo González  AECID 

Raquel Álvarez  AECID 

Laura Hernández  AECID 

Liliana Ramos  AECID 

Luisa Luna  AECID 

María José Ortiz  Consultora 

Participantes del taller 
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